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A la memoria de 
Salvador Allende, 

el compañero presidente 



Palabras preliminares 

A treinta años del derrocamiento del gobierno del Presidente Allende me ha 
parecido un deber escribir las páginas que componen este libro. En ellas invoco la 
obra realizada, la audaz tentativa de producir cambios de raíz en busca de una vida 
mejor para todos y en primer lugar para los más desposeídos y necesitados. Destaco 
el protagonismo del pueblo, la posición asumida por los diferentes actores, las 
dificultades que surgieron en el camino, las insuficiencias y fallas del gobierno y de 
los partidos que lo apoyaban. Y me permito expresar algunos juicios críticos y auto 
críticos, bajo mi propia responsabilidad, productos de las reflexiones que me mere-
cen los acontecimientos mirados a la distancia que nos separa de aquel tiempo. 

Doy también mi testimonio sobre el largo proceso de luchas sociales y polí-
ticas que generó la unidad de la izquierda chilena y su victoria del 4 de septiembre 
de 1970, entrego mi visión del gobierno de Salvador Allende, traigo al recuerdo lo 
que hizo a favor del pueblo, las transformaciones revolucionarias que llevó a cabo 
en la esfera de la economía, su política internacional independiente, las preocupa-
ciones más sentidas que lo motivaban, todo aquello que lo inscribe y lo inserta en 
la historia con rasgos propios e indelebles. 

Pretendo, a la vez, sumar mi voz junto a la de otros compatriotas, en 
contra de las tergiversaciones y de los tergiversadores, todavía empeñados en 
denostar la figura del Presidente Allende, en menoscabar su obra y presentar, en 
cambio, como salvadores de la Patria y dechados de virtudes al dictador y a 
quienes, junto a él, gobernaron durante 17 años, sembrando el terror y la muerte. 

La década del 60 y los primeros años del 70 fueron en Chile tiempos de 
esperanza y lucidez, de poderosos movimientos obreros, campesinos, femeninos, 
estudiantiles; tiempos durante los cuales el pueblo imponía un alto grado de 
respeto a la persona humana y la adhesión a los principios democráticos. Millo-
nes de compatriotas, especialmente adolescentes y jóvenes, -los que se ilusionaron 
con la Revolución en Libertad pregonada por la Democracia Cristiana y las mul-
titudes que se incorporaron al torrente de la Revolución que promovió la Unidad 
Popular-, recuerdan aquella época y las luchas de entonces por el sentido que les 
dio a sus vidas, por la altura de los ideales que los motivaban. 

La democracia chilena no era precisamente ejemplar. Pero muchas de sus 
conquistas y valores le daban prestigio internacional. Los tiempos de las encerronas 
y compra de electores y la proscripción de los comunistas, habían quedado atrás. 
La política, considerada como preocupación y actividad relacionada con los 
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asuntos públicos, se había transformado en el quehacer de cientos de miles o 
millones de personas. En ella participaban grandes masas del pueblo. Del seno 
de éste habían surgido - y surgen siempre- hombres y mujeres, especialmente 
jóvenes, que sólo tienen como norte el interés por el avance social, por la 
felicidad humana, por el progreso de su país. En la discusión política no par-
ticipaban sólo los políticos, sino medio mundo, jóvenes y viejos; y los partidos 
exponían sus puntos de vista en grandes concentraciones públicas y en sus 
propios órganos de prensa, mientras en los tres canales de televisión que exis-
tían -el canal 7 del Estado, el 9 la Universidad de Chile y el 13 de la Universidad 
Católica-, se debatían los asuntos públicos con participación de personeros 
de las distintas corrientes. 

En aquellos años de la revolución cubana encendía de entusiasmo, a los 
pueblos latinoamericanos, los vietnamitas conquistaban el aprecio y la admira-
ción de la humanidad progresista por su gloriosa resistencia a los invasores 
yanquis; muchas naciones de Asia y de África, liberadas del colonialismo, to-
maban el camino del progreso, y los bonos del socialismo estaban en alza en 
todo el orbe. En ese cuadro internacional, Chile -con sólo 9 millones 780 mil 
habitantes y una población activa de 3 millones 189 mil 200, la mitad compuesta 
por obreros-, se dio un gobierno revolucionario, profundamente democrático, 
antiimperialista, prosocialista. 

Los ojos del mundo se volvieron hacia nuestro país. El mismo día de la 
victoria de Salvador Allende se produjeron manifestaciones callejeras de júbilo 
en varias capitales latinoamericanas y europeas, diarios que no alcanzaron a 
publicar la noticia de su triunfo sacaron ediciones extraordinarias que fueron 
arrebatadas por el público. En Montevideo, centenares de personas se sentaron 
en plena calle formando el nombre del nuevo Presidente chileno. Las transfor-
maciones revolucionarias que llevó a la práctica el gobierno de Allende, 
empezando por la nacionalización del cobre, concitaron la simpatía de los pue-
blos. Cuando vino el golpe fascista y se implantó la dictadura, arrasando con 
todas las libertades, reemplazando la ley por el abuso, por la tortura y el asesina-
to de miles de chilenos y sumiendo al país en una larga noche de terror, la 
solidaridad de los seres humanos se expresó, en los cinco continentes, en mil 
formas por espacio de 17 años. 

Desde entonces, hasta en los más apartados rincones de la tierra están 
vivos el recuerdo y la imagen de Salvador Allende y el desprecio y la condena 
hacia quienes condujeron a las instituciones castrenses a la cobardía de dispa-
rar las armas contra el pueblo para cortar así su audaz proyecto de 
transformación de la sociedad. 
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La lucha por la verdad y la justicia conlleva la preocupación y el empeño 
permanentes contra el olvido y la impunidad de los crímenes, el deber de preser-
var la memoria histórica. 

Acostumbrado a pisotear la verdad, hay un sector político minoritario que 
usufructúa del poder, monopoliza los medios de comunicación y trata de hacer 
creer a todos los chilenos que el gobierno del Presidente Allende fue un caos y un 
fracaso, que el país vivió entonces bajo un régimen antidemocrático y el peligro de 
una "dictadura comunista". Ese sector, constituido por lo más rancio y troglodita 
de la derecha chilena, se dedicó ayer a distorsionar los hechos de esa manera, a 
justificar el golpe de estado del 11 de septiembre de 1973, uno de los más brutales 
de la historia universal, y todavía les pone la nota máxima a los que asesinaron a 
miles de chilenos, incluidos dos Comandantes en Jefe del Ejército, seis sacerdotes, 
madres embarazadas y decenas de niños; a los que torturaron a cientos de miles 
de hombres y mujeres, destruyeron hogares y arrojaron al exilio a un millón de 
compatriotas. Y todo esto con la complicidad del arcaico Poder Judicial, que entre 
el 11 de septiembre de 1973 y comienzos de 1979 recibió 5 mil recursos de amparo 
que le fueron presentados y acogió sólo uno. La indolencia de ese poder quedó 
grabada en una frase que se hizo famosa, de Israel Bórquez, quien fuera en algu-
nos de esos años Presidente de la Corte Suprema de Justicia. En una de las tantas 
ocasiones que las esposas y madres clamaban por saber el paradero y el destino 
de sus maridos o hijos desaparecidos, les dijo con no disimulada molestia: "Basta, 
ya me tienen curco con el cuento de los desaparecidos".Con esta frase no se ganó el 
bronce; pero sí el sobrenombre de "el curco Bórquez", como se le empezó a llamar en 
el ambiente judicial. Se inspiró, seguramente, en Augusto Pinochet Ugarte, de 
cuya indolencia salieron frases como esta: "Dos mil muertos no es nada", dicha a 
propósito de una información acerca de que esa cantidad de chilenos habrían 
sido asesinados por su dictadura. 

Que "todos tuvimos la culpa, todos somos responsables" dicen los que buscan 
pasar la mentira por verdad. Algunos han ido más lejos, han sostenido que el 
derrumbe del régimen democrático en 1973 y todo lo que pasó después es culpa 
de la Unidad Popular. Otros han pretendido hacer creer que la raíz de cuanta 
fechoría tuvo lugar bajo el régimen militar está en las luchas -ellos llaman des-
órdenes- que entraron a un período de gran combatividad ya en los años 60, 
comprendido el primer gobierno de la Democracia Cristiana. 

N o podría decir que el gobierno de Allende y la Unidad Popular estu-
vieron exentos de errores. Nos envolvió el sectarismo. Fue uno de los factores 
que impidieron consolidar y ampliar los vínculos y las acciones comunes con la 
Democracia Cristiana en los primeros tiempos. Tras el propósito de cumplir con 
los objetivos que a la mayoría del país le interesaban, debimos plantearnos, en 
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tanto se conocieron los resultados de la elección presidencial, el entendimien-
to a largo plazo con el Partido de Radomiro Tomic, sumar y no restar fuerzas. 
Pero esto no lo vimos como Unidad Popular ni como Gobierno, y el Partido 
Comunista, en el cual yo ocupaba el puesto de mayor responsabilidad, 
habiéndolo percibido, no le prestó la atención que merecía. La embriaguez 
de la victoria y el sectarismo que acorta la vista; nos impidieron ver con 
profundidad y en la perspectiva del tiempo, la magnitud y seriedad de las 
responsabilidades que asumíamos y la necesidad de buscar un gran acuer-
do con la Democracia Cristiana. Durante la campaña electoral, la Democracia 
Cristiana había coincidido con la Unidad Popular en objetivos tan importan-
tes como la nacionalización del cobre y la culminación de la reforma agraria. 
La mayoría de sus militantes y simpatizantes, actuando codo a codo con los 
de la Unidad Popular, habían salido a la calle a defender la victoria de Allen-
de, manifestaban su acuerdo con gran parte de su programa y respaldaban la 
posición de Radomiro Tomic, quien proclamaba que el capitalismo era inca-
paz de resolver los problemas del país y de los países latinoamericanos. En 
estas condiciones debió considerarse la posibilidad de que, pasadas las elec-
ciones, la Democracia Cristiana y la Unidad Popular llegaran a acuerdos y 
que el entendimiento se abriera camino entre los más vastos sectores democrá-
ticos, reforzando y ampliando así la correlación de fuerzas en favor de los 
cambios que el país requería. 

Otro de nuestros pecados fue la debilidad que en determinados momen-
tos demostró el gobierno para meter en cintura a sus más frenéticos enemigos. 
Esa debilidad alentó a los sediciosos, aunque de esto no se puede derivar, en 
absoluto, que la Unidad Popular y el gobierno de Allende sean los culpables del 
golpe y de lo que vino tras él. 

Seamos claros y francos. El golpe fue montado desde Washington en acuer-
do con la reacción chilena o, si se prefiere que diga, por ésta en contubernio con 
Washington. Once años antes, el Io de enero de 1959, había triunfado la Revolu-
ción cubana. No dejó piedra sobre piedra de la dictadura de Fulgencio Batista. 
Chile siguió el ejemplo de Cuba, aunque por otros caminos, mediante una lucha 
no armada, multitudinaria y multiforme del pueblo. Wall Street y Washington 
comprendieron muy bien las proyecciones de la victoria popular de septiembre 
de 1970. Y no se cruzaron precisamente de brazos. 

El asesinato, en vísperas de asumir Allende, del Comandante en Jefe del 
Ejército, general René Schneider, el sabotaje y el terrorismo que pusiera en prác-
tica Patria y Libertad y otros grupos fascistas y, más tarde, la destrucción del 
Palacio de La Moneda, el cierre del Parlamento, la proscripción de los partidos 
políticos, la supresión de las libertades, los asesinatos, las torturas, tienen marca 

10 



de fábrica conocida, fueron "made in USA". Con razón, el actual senador socia-
lista Jaime Gazmuri, cuando era Secretario, general del MAPU Obrero y 
Campesino, escribió lo siguiente en noviembre de 1974: "Es claro que la brutalidad 
de la dictadura, la amplitud de la represión, la conculcación sistemática de los más 
elementales derechos humanos, la liquidación de las conquistas democráticas, su despre-
cio por el humanismo, su odio sin límites hacia la clase obrera y el movimiento popular, 
son los métodos y la consecuencia inevitable del camino reaccionario que ha tomado, el 
precio indispensable de la restauración del dominio de una minoría nacional y del impe-
rio sobre Chile y su pueblo" .Y agregó: "sin el terror fascista era imposible la restauración 
gran-burguesa e imperialista en Chile1". De ahí el carácter fascista del golpe y de la 
dictadura que se impuso durante 17 años. 

Lo antes dicho es lo primero que quería expresar como palabras de intro-
ducción. Siguiendo con esta, recordemos que el pueblo chileno conquistó con 
Allende el Gobierno, la parte principal del poder político, en un instante históri-
co de profunda efervescencia social en América Latina, de pujante irrupción de 
muchos pueblos de África y Asia, de lucha permanente de las fuerzas progresis-
tas de Europa a favor de la paz y la democracia y cuando el sistema socialista era 
el contrapeso del capitalista y un factor de paz entre las naciones. 

Con la constitución del gobierno de Allende se produjo un relevo de cla-
ses en la dirección del país. Tal relevo y el proceso de cambios político-sociales 
que ese gobierno y el movimiento popular desencadenaron en los primeros años 
de la década del 70, constituyeron una verdadera revolución, parcial e inconclu-
sa, pero revolución al fin y al cabo. 

Los cambios realizados en esos años despertaron interés en los diversos 
continentes, en especial en América Latina y en Europa, por el hecho de que la 
Revolución Chilena se abría paso por medios pacíficos, sin recurrir a las armas. 
Ese interés se acrecentó por una circunstancia adicional, porque el gobierno que 
encabezó el Presidente Allende fue generado e integrado por un movimiento 
popular dentro del cual coexistían corrientes democráticas -marxis tas , 
racionalistas, cristianas y laicas-, representadas por varios partidos agrupados 
en la Unidad Popular, entre ellos el Partido Comunista y el Partido Socialista 
que se entendían en lo fundamental entre sí y asumían la responsabilidad prin-
cipal en la coalición. 

Los éxitos logrados en los sesenta días cruciales comprendidos entre 
la elección y la toma de posesión de la Presidencia de la República por Salva-
dor Allende, y los que se obtuvieron en todo un primer período, durante 

"Aprender las Lecciones del Pasado para Construir el Futuro", Jaime Gazmuri, Folleto, 
Página 12. 
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aproximadamente un año, respondieron, por una parte, al vasto apoyo nacio-
nal que lograban los objetivos inmediatos que se trazaba el movimiento popular, 
a la movilización de masas desarrollada para alcanzarlos, a la unidad y cohe-
sión demostrada en lo fundamental y en ese período por la Unidad Popular y, 
por otra parte, a que ésta buscó y logró con otras fuerzas acuerdos y compromi-
sos que resultaban objetivamente necesarios. Estos se concretaron con la 
Democracia Cristiana y consistieron, primero, en un pacto de garantías consti-
tucionales, y luego, en una reforma a la Constitución para nacionalizar el cobre. 

Hubo gente de izquierda, dentro y fuera de nuestro país que, desde posi-
ciones dogmáticas y anticomunistas, le negaban al pueblo chileno toda 
posibilidad de triunfar por la vía no armada. Tampoco faltaron aquellos que, 
una vez obtenida la victoria, dijeron que fue producto de un error de cálculo de 
la derecha que en esta ocasión presentó su propio candidato, a diferencia de lo 
que había hecho en la elección presidencial de 1964. 

La verdad sea dicha, el triunfo popular de 1970 fue el resultado de una 
larga y sostenida batalla de la clase obrera y del pueblo de Chile por desplazar 
del poder a la oligarquía y tomar en sus manos la dirección del país, objetivo que 
fue posible alcanzar gracias al esfuerzo desplegado por el sector más esclareci-
do de la izquierda en favor de la unidad de la clase obrera, del entendimiento 
socialista-comunista, de la agrupación de los partidos populares y de la acción 
común de los más amplios sectores democráticos. Fue también el resultado del 
aporte personal de Salvador Allende, comprendidos el aprecio y la confianza 
que despertaba en millones de chilenas y chilenos. 

En tanto asumió Allende, la clase obrera y el pueblo en general pusieron 
sus fuerzas en tensión, desplegaron sus iniciativas creadoras, lucharon 
abnegadamente en favor del éxito del Gobierno Popular y de la realización de su 
programa. Los trabajadores, la juventud, las mujeres, los artistas, los intelectua-
les, escribieron páginas de heroísmo en la creación de un nuevo orden social, en 
la batalla de la producción, en la distribución de los productos que escaseaban 
y en la lucha contra cada arremetida reaccionaria. Se demostró una vez más que 
la revolución libera muchas energías, que el pueblo es capaz de las mayores 
proezas cuando vislumbra un porvenir mejor. Millones de chilenos y chilenas 
trabajaron en esa dirección hasta el final. 

Bien se sabe que toda revolución lleva consigo el peligro de la contrarre-
volución. Esta última se abre paso cuando los revolucionarios pierden la 
iniciativa, cuando la revolución se atasca y pasa a la defensiva; en definitiva, 
cuando la correlación de fuerzas cambia en favor de sus enemigos. En Chile, se 
produjo este fenómeno tras un período de ascenso del movimiento popular, 
luego de una etapa de cambios democráticos, en la cual primaban los éxitos y 
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aciertos, y la política del Gobierno Popular contaba con mayoritario apoyo ciu-
dadano. La situación se invirtió por diversos factores que entraron en juego. Los 
precios de los productos importados subieron a fines de 1972 y durante 1973, en 
tanto que los precio de los productos de exportación bajaron considerablemente. 
Se sumó a ello el hecho de que el Gobierno de Nixon, en el momento que el cobre 
alcanzaba la más alta cotización en el mercado internacional, puso en venta 
gran parte de sus reservas estratégicas del preciado metal, para provocar una 
baja artificial de su precio y hacer "reventar la economía chilena". Todos estos 
factores que escapaban al control del gobierno y de la Unidad Popular, pesaron 
decisivamente. 

En la Unidad Popular se agrupaban fuerzas de diferente procedencia 
social y de distintas ideologías. Este era un hecho positivo, reflejo de la amplitud 
de la alianza construida en torno a la clase obrera. En tal hecho, en la unidad de 
la coalición, radicaba la fuerza del pueblo. Pero dicha unidad, para que fuese 
consistente, debía estar basada no sólo en un programa común, sino también en 
una dirección política común y acertada. Cuando hubo esa dirección y se luchó 
resueltamente por aplicar el programa, las cosas marcharon bien en términos 
generales. Cuando tales requisitos se cumplieron a medias, las cosas empeza-
ron a descomponerse. 

A medida que la revolución entraba en dificultades, era más necesaria 
la unidad de pensamiento y de acción; pero, precisamente entonces, las discre-
pancias se hicieron más patentes y agudas. En el interior de la Unidad Popular 
se acentuaron las posiciones divergentes respecto a una serie de problemas y 
ello conspiró contra la política de unir a todo el pueblo alrededor de la clase 
obrera. Así, paulatinamente, se iba debilitando el cumplimiento del programa. 
Ya no se dirigían todos los efectivos del movimiento popular a dar golpes 
decisivos al imperialismo, a los monopolios, a la oligarquía terrateniente, sino 
que se establecía también una pugna con los sectores medios que en la primera 
etapa habían sido en parte ganados y en parte neutralizados, y se socavaba la 
fuerza real del proceso. 

La reacción pudo conformar un frente con estos sectores, extender su 
influencia incluso a determinados grupos proletarios, salir de su aislamiento y 
pasar a la ofensiva, en buena medida a raíz de nuestros errores en la conducción 
política. No todos comprendieron que la fuerza del gobierno y de la Unidad 
Popular radicaba en su programa en la medida que éste era el fundamento 
estratégico de una dirección política correcta, amplia y no estrecha. 

Esta dirección acertada existió mientras todos los partidos integrantes de la 
Unidad Popular actuaron en conjunto. Cuando menudearon las transgresiones al 
programa, las diferencias de opinión sobre asuntos capitales inmovilizaron en 
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gran parte a la Unidad Popular y al gobierno. Entonces, la situación empeoró 
aceleradamente hasta que sobrevino con el golpe. 

La reacción presenta el objetivo revolucionario de la conquista plena del 
poder como un fin siniestro, como un propósi to totalitario, como la 
antidemocracia. Y es precisamente lo contrario. Al proponernos tal meta, los 
revolucionarios perseguimos algo muy noble y democrático: que el pueblo esté y 
sea mayoría en el parlamento, que esté presente en la generación, composición y 
funcionamiento de los organismos e instituciones del Estado, comprendidos los 
tribunales de justicia, las Fuerzas Armadas y Carabineros. 

Los organismos de fiscalización y los resortes decisivos de la dirección 
económica permanecían al margen de un real control democrático, y en su gene-
ración, composición y funcionamiento estaba ausente el pueblo. Por lo tanto, se 
trataba de que a todos los organismos e instituciones del Estado tuvieran acceso 
los trabajadores y fueran en ellos los protagonistas principales. Esto no estaba 
vinculado, como la reacción lo presentaba, a ningún procedimiento tortuoso, 
sino a formas, métodos y caminos democráticos decididos y respaldados por el 
pueblo. Se podría afirmar que la conquista de todo el poder es la única materia-
lización verdadera del concepto de Lincoln sobre la democracia, la que definía 
como "el gobierno del pueblo, por el pueblo y para el pueblo". 

En la marcha del proceso revolucionario tenía señalada importancia el 
éxito del Gobierno Popular. Se requería demostrar que el régimen que despuntaba 
abría las compuertas al desarrollo de las fuerzas productivas, al incremento eco-
nómico, a una mejor distribución de la renta nacional, al aumento del nivel de 
vida del pueblo, a elevar el nivel cultural de la población, a la justicia social, al 
progreso del país. Ello se demostró en el primer año, mientras se pudo aprovechar 
la capacidad instalada de la industria y, sobre esta base, producir más y mejorar 
los ingresos de los trabajadores y de los pequeños y medianos industriales y 
comerciantes. Pero llegó el momento en que lo decisivo era el aumento de la pro-
ductividad. Una gran parte de los trabajadores así lo comprendió, se guió por una 
orientación correcta y realizó múltiples y valiosos esfuerzos, en las industrias 
estatizadas y en el campo, para ganar la batalla de la producción. El triunfo pleno 
del gobierno de la Unidad Popular en la solución de los problemas económicos le 
habría permitido consolidar y desarrollar lo que al comienzo había conseguido en 
cuanto a volcar a su lado a la mayoría del país. Esto habría facilitado enormemen-
te el avance hacia el cumplimiento de las tareas relativas a la conquista plena del 
poder. Pero el sabotaje reaccionario en la producción, la política de desestabiliza-
ción puesta en práctica por el imperialismo norteamericano y, de otro lado, el 
desprecio, en una parte de la Unidad Popular, por las tareas económicas y la 
falta de una mejor dirección en la economía, terminaron por pesar más. En esas 
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circunstancias, la escalada reaccionaria logró bloquear los cambios en la superes-
tructura y modificar el curso de la situación. 

De otra parte, las acciones de la ultra-izquierda contra propietarios pe-
queños y medianos, que no fueron combatidas por toda la Unidad Popular, 
tuvieron una repercusión negativa superior a la envergadura de esas acciones y 
al peso real de sus promotores, debido a la amplificación que de ellas hacía la 
prensa opositora. En esto influyó también el hecho de que en la Unidad Popular 
no existía plena conciencia respecto al carácter de la etapa de la revolución que 
estaba en desarrollo. Algunas personas de la Unidad Popular pensaban que ya 
se trataba de una revolución socialista y no entendían, en lo referente a los 
pequeños y medianos industriales, agricultores, comerciantes y otros sectores 
medios que, incluso cuando de eso se trata, se debe seguir con ellos una política 
que permita su aporte al proceso. Esta política debe ser amplia y flexible y, a la 
vez, firme, conjugando el interés material de dichos sectores con la persuasión y 
la presión de la lucha de las masas, dirigidas a vencer las vacilaciones de la 
pequeña burguesía. 

En la gestación de la victoria de 1970 y en las realizaciones del gobierno 
del Presidente Allende, entregaron su contribución todos los partidos de la Uni-
dad Popular. Eso está fuera de discusión. Pero lo está también el hecho de que el 
Partido Comunista de Chile fue el principal artífice de la Revolución Chilena. 
Tuvo el mérito de vislumbrar la posibilidad de conquistar el gobierno por la vía 
no armada y de jugarse con todo tras el propósito de materializarla. Luchó 
incansablemente, durante años y años, por la un idad de las fuerzas 
antiimperialistas y antioligárquicas alrededor de la clase obrera y en función de 
las transformaciones que maduraban en la sociedad. Definió acertadamente el 
carácter de la revolución y la política de alianzas. Llegó a la conclusión de que la 
vía pacífica no excluía confrontaciones más o menos violentas, como la toma de 
tierras por los campesinos y de terrenos por los pobladores de la periferia urba-
na, y que requería ante todo de la unidad y de la movilización activa y constante 
de las masas. En la lucha por esta línea, cuya justeza demostró la práctica, libró 
un combate permanente contra las posiciones erróneas, contra el sectarismo de 
izquierda que cuestionaba su política y se oponía a las amplias alianzas y con-
tra las tendencias derechistas de conciliación con el enemigo. 

Existía una fuerte estratificación política. El peso de los partidos políticos 
en la vida nacional era muy grande y sus resoluciones no sólo guiaban la con-
ducta de sus militantes, sino también la del grueso de los sectores sobre los que 
influían. Por eso, el Partido Comunista consideraba que cumplía su misión de 
vanguardia no sólo buscando el fortalecimiento de sus filas y más influencia 
directa sobre las masas, sino, al mismo tiempo, el entendimiento con el Partido 
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Socialista y el acuerdo con todos los partidos de la Unidad Popular. Más aun, 
concebía la unidad socialista-comunista como la fuerza de vanguardia, como 
"vanguardia compartida". 

En uno de los tantos libros que se han escrito en el mundo sobre la expe-
riencia chilena, concretamente, en el libro El Partido Comunista de Chile y el camino al 
socialismo, su autor afirma que "la alianza entre el Partido Comunista y el Parti-
do Socialista era crucial" y señala que "un aspecto importante al estudiar el 
origen y el desarrollo de la vía pacífica al socialismo es la relación entre los dos 
partidos más influyentes de la izquierda, el Partido Comunista de Chile y el 
Partido Socialista de Chile. Ambos fueron aliados durante el período del Frente 
Popular, luego enemigos acérrimos al comienzo de los años 40. En 1952 la sec-
ción del Partido Socialista de Chile liderada por Salvador Allende formó el Frente 
del Pueblo en alianza con el Partido Comunista. Después de la reunificación del 
Partido Socialista, socialistas y comunistas formaron el Frente de Acción Popu-
lar, el FRAP. Sin embargo, los dos partidos tuvieron diferentes estrategias políticas 
y en el largo plazo estas diferencias probaron ser cruciales en la derrota del 
gobierno de Allende".2 

Naturalmente, no todo dependía del Partido Comunista. La posibilidad 
de alcanzar un rol dirigente tenía limitaciones objetivas. No en todos los mo-
mentos podía ser verdadera vanguardia de la clase obrera. Y no bastaba su 
decisión para salir adelante en las situaciones críticas. La iniciativa y la deci-
sión revolucionaria tienen marcada importancia, en ocasiones una importancia 
vital. Pero, en su aplicación no se puede prescindir de las condiciones objetivas, 
concretas, so peligro de caer en el voluntarismo y hasta en la aventura. 

El Pleno de agosto de 1977 del Comité Central del Partido Comunista 
puso de relieve sus propios errores y deficiencias efectivas. Dos de estas últimas 
tienen particular relevancia. El Partido hizo una buena elaboración de su línea 
política para todo el período que condujo a la conquista de una parte del poder 
y para los primeros tiempos del Gobierno Popular; pero esa elaboración fue 
insuficiente en relación al tránsito de una etapa a otra de la revolución y a la 
conquista de todo el poder. Por otra parte se debe reconocer que careció durante 
casi toda su vida de una política militar y que la derecha, en cambio, siempre la 
tuvo y hasta actuó al interior de las Fuerzas Armadas. 

De su lado, los partidos de la Unidad Popular y en particular el gobierno, 
no abordaron bien la cuestión de la libertad. 

El programa de la Unidad Popular establecía expresamente el reconoci-
miento de los derechos de la oposición, y el gobierno actuó en consecuencia. Ese 

The chilean Comunist Party and the road to socialism, Carmelo Furci, Zed London, 1984. 
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reconocimiento debía regir conforme a los mecanismos del Estado de Derecho, 
es decir, con la oposición actuando en los marcos de la ley. Así ocurrió durante 
cierto tiempo. Pero llegó un momento en el cual una parte de la oposición, a 
través de "Patria y Libertad" y del "Comando Rolando Matus", se lanzó por el 
camino de los atentados criminales, dedicándose a crear un clima de inseguri-
dad. Sus publicaciones estaban plagadas de injurias y calumnias contra el 
Presidente de la República y colaboradores suyos. En ese momento, el gobierno 
debió aplicar una política de mano firme contra la sedición y a favor de la demo-
cracia y la libertad. Pero primó en él la debilidad, no obstante tener entonces un 
fuerte respaldo ciudadano y de su lado la ley. 

Fuimos partidarios de que el pueblo en el gobierno le garantizara a la 
oposición el pleno uso de las libertades democráticas y el pluralismo político 
así descrito, pero sin darle cabida al fascismo que es sinónimo de crímenes y es 
contrario a la libertad. La revolución debe darle mayor libertad al pueblo y 
reconocer los derechos de sus adversarios, pero no permitir que sus enemigos, 
aliados del gran capital extranjero, hagan lo que se les venga en gana en su 
afán de recuperar el poder para una minoría ultra reaccionaria y antinacional. 

Tales son los principales comentarios que se pueden extraer de los her-
mosos años en que el pueblo de Chile se propuso construir con entusiasmo y 
esperanza una vida más justa y mejor. 

En las páginas siguientes se exponen y analizan más claramente y 
hasta con cierto detalle los fenómenos y hechos de que hablo, comprendidos 
los éxitos logrados, las dificultades, la conducta y las fallas de cada actor 
político y social. Ocasionalmente, para mayor claridad y precisión, uso frag-
mentos de artículos, discursos y otros escritos míos, publicados en los años 
de la Unidad Popular. 

Luis Corvalán, Invierno del año 2003 
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1.- De las palabras a los hechos. 

"Yo sólo tomo en mis manos la antorcha que encendieron los que antes que 
nosotros lucharon junto al pueblo y para el pueblo". 
(Del discurso pronunciado por Allende en la noche del 4 al 5 de septiembre de 
1970.) 

Aquí estoy para incitarles a la hazaña de reconstituir la nación chilena tal 
como la soñamos. Un Chile en que todos los niños empiecen su vida en 
igualdad de condiciones, por la atención médica que reciban, por la educa-
ción que se les suministre, por lo que coman. 
Un Chile en que la capacidad creadora de cada hombre y de cada mujer 

encuentre cómo florecer, no en contra de los demás, sino a favor de una 
vida mejor para todos". (Del Mensaje Presidencial ante el Congreso Pleno el 

21 de mayo de 1971.) 

"Este Gobierno quiere una auténtica democracia y una libertad concreta 
para todos los chilenos. La democracia y la libertad son incompatibles con 
la desocupación, con la falta de vivienda, con la incultura, con el analfa-
betismo, con la enfermedad. ¿Cómo se afianza la democracia? Dando más 
trabajo. Redistribuyendo mejor. Levantando más viviendas. Dando más 
educación, cultura y salud al pueblo". (Del discurso en el Estadio Nacional 
con motivo del primer año de Gobierno de la Unidad Popular. 4 de septiembre 

de 1971.) 

Un gobierno realizador y distinto 

El gobierno de Salvador Allende entró en el corazón y en la memoria del 
pueblo chileno porque siempre tuvo en el centro de sus preocupaciones los 
intereses de los obreros, de los campesinos, de los pequeños y medianos empre-
sarios, de los pueblos originarios, de las madres y sus hijos, de los jubilados y 
pensionados, de la gente sencilla, postergada y maltratada. Se formó para eso y 
por eso se confabularon contra él los que se consideran amos y dueños del país. 

Desde el primer día demostró que era distinto. Empezó, como es natural, 
por constituir su gabinete ministerial, con la particularidad de que cuatro obreros 
ocuparon importantes carteras, por primera vez en la historia de Chile. Ellos 
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fueron Américo Zorrilla, en Hacienda; José Oyarce, en Trabajo y Previsión So-
cial; Pascual Barraza, en Obras Públicas, y Carlos Cortés en Vivienda, comunistas 
los tres primeros y el cuarto socialista. El resto de los ministros eran maestros, 
empleados y profesionales. Ellos fueron: José Tohá, en Interior (PS); Clodomiro 
Almeyda en RR.EE (PS); Alejandro Ríos Valdivia, en Defensa (PR); Jacques 
Chonchol, en Agricultura (MAPU); Orlando Cantuarias, en Minería (PR); Pedro 
Vuscovic, en Economía (independiente); Lisandro Cruz Ponce, en Justicia (PS); 
Óscar Jiménez, en Salubridad (PR); Mario Astorga, en Educación (PR); Humberto 
Martones, en Tierras (PSD); Jaime Suárez, en la Secretaría general de Gobierno 
(PS) y Gonzalo Martner, en la Oficina de Planificación (Independiente). 

En la primera reunión de su gabinete, Allende señaló las normas de auste-
ridad a las que deberían estar sujetos los ministros y todos los funcionarios 
designados por él. Una de ellas fue la fijación de un máximo de 20 sueldos vitales 
en la Administración Pública, empezando por el sueldo del Presidente, la renun-
cia a los "pitutos" y el uso racional y justificado de los autos fiscales, limitado a las 
actividades propias de las funciones públicas de cada cual, con prohibición ex-
presa de ser usado los fines de semanas para asuntos personales. 

Se redujeron los viáticos de 80 a 15 dólares para todos los funcionarios 
públicos que salieran al extranjero en comisión de servicio. 

La honestidad fue una de las características del Gobierno Popular. Todos 
los anuncios que hizo la Junta Militar, acerca de que tales o cuales ministros, 
parlamentarios y altos funcionarios tenían en su poder, cuando fueron deteni-
dos, miles de dólares y millones de escudos, fueron miserables calumnias. La 
dictadura se empeñó en investigar sus haberes y hasta su vida privada en busca 
de hechos de corrupción que les permitiera denigrarlos. A Isla Dawson3 mandó, 
incluso, a un abogado de Impuestos Internos, Jaime Figueroa, que durante va-
rios días se dedicó a interrogar, uno por uno, a los personeros del gobierno y de 
la Unidad Popular que estábamos allí. Llegó muy altanero y retornó a Santiago 
con la cola entre las piernas. No pudo formularle a ninguno la más mínima 
acusación de deshonestidad. 

Las primeras medidas adoptadas marcaron también el carácter del go-
bierno de la Unidad Popular. Sin mayores trámites, procedió a reincorporar a los 
obreros y empleados despedidos por conflictos del trabajo en la Línea Aérea 
Nacional y de la Empresa Nacional de Minería; suprimió los reajustes CORVI 
(Corporación de la Vivienda); retiró de la Contraloría más de 20 decretos de 
alzas de precios, derogó el alza de las tarifas eléctricas que hacía pocos días se 

La isla Dawson, situada al sur del Estrecho de Magallanes, habitada por una reducida Base 
Nava! transformada en campo de concentración a pocos días del golpe. 

20 



había puesto en práctica con la autorización del gobierno de Eduardo Frei, esta-
bleció la gratuidad de la atención médica en postas y policlínicas, disolvió el 
"Grupo Móvil" de Carabineros, de carácter abiertamente represivo; indultó a 43 
presos políticos, la mayoría miembros del MIR; terminó con las entradas libera-
das al Estadio Nacional para parlamentarios y autoridades de gobierno, eliminó 
el oneroso gasto que significaba la vieja costumbre de cubrir las principales 
salas de los ministerios, intendencias, gobernaciones y servicios públicos con 
retratos del Presidente de la República (costumbre que restableció la dictadura y 
continúa hasta ahora). 

Chile en el escenario mundial 

A la semana siguiente de asumir Allende la Presidencia de la Repúbli-
ca, el 12 de noviembre de 1970, Chile reanudó las relaciones diplomáticas con 
Cuba. Esta fue la primera reafirmación de soberanía e independencia del nue-
vo gobierno. Luego vinieron otras. La delegación chilena votó en la ONU a 
favor de la incorporación de la República Popular China al organismo supre-
mo de la comunidad internacional, el país estableció relaciones diplomáticas 
con ella, con Nigeria, Mongolia, Tanzania y Libia, y concertó relaciones comer-
ciales con Vietnam y con la República Popular de Corea. Todo esto lo hizo 
como reafirmación de la soberanía nacional y a contrapelo de los Estados 
Unidos, país con el cual el Gobierno Popular se empeñó, sin embargo, en man-
tener las relaciones en la mejor forma que fuese posible en el plano del mutuo 
respeto y del interés recíproco. 

Nuestra Patria alcanzó entonces una significación internacional que 
nunca había tenido antes. 

El Gobierno Popular se preocupó especialmente de impulsar el "Pacto 
Andino" y las relaciones diplomáticas y comerciales con todos los países de 
América Latina. Allende se entrevistó, en Salta y en Antofagasta, con el Presi-
dente argentino Lanusse. Visitó Perú, Ecuador y Colombia. Estuvo en México en 
noviembre de 1972, donde firmó diversos acuerdos para incrementar la coope-
ración entre nuestros países, particularmente en el transporte marítimo y en la 
actividad industrial. Visitó Cuba, ocasión en la cual el gobierno de Fidel Castro 
dispuso la entrega gratuita a Chile de 50 mil toneladas de azúcar. 

En la Asamblea general de la ONU, en diciembre de 1972, Allende destacó 
la buena posición alcanzada por el país en el plano latinoamericano y mundial. 
"Chile - d i j o - no está solo, no ha podido ser aislado de América Latina ni del resto del 
mundo. Por el contrario, ha recibido infinitas muestras de solidaridad y de apoyo. (...) En 
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América Latina todos los esquemas de cooperación o integración económica y cultural de 
que formamos parte han continuado vigorizándose a ritmo acelerado y dentro de ellos 
nuestro comercio ha crecido considerablemente, en particular con Argentina, México y los 
países del Pacto Andino. No ha sufrido trizaduras la coincidencia de los países latinoame-
ricanos, en foros mundiales y regionales para sostener los principios de libre determinación 
sobre los recursos naturales. Y frente a los recientes atentados contra nuestra soberanía, 
hemos recibido fraternales demostraciones de total solidaridad. A todos, nuestro reconoci-
miento. Cuba socialista, que sufre los rigores del bloqueo, nos ha entregado sin reservas, 
permanentemente, su adhesión revolucionaria". En seguida destacó que la gran mayo-
ría de la comunidad mundia l "nos honró con la elección de Santiago como sede de la III 
UNCTAD" y recordó que la reunión de los países no alineados celebrada en Guyana, 
en sept iembre últ imo, "nos expresó su decidido apoyo frente a la agresión de que somos 
objeto por la Kennecott Copper"4. 

Poco antes, en abril de 1972, en la III Conferencia de las Naciones Unidas 
sobre el Comercio y Desarrollo realizada en Santiago, Allende invocó la "Decla-
ración de Lima de los 77" que señala como principio: "el reconocimiento de que 
todo país tiene el derecho soberano de disponer libremente de sus recursos natura-
les en pro del desarrollo económico y del bienestar de su pueblo; toda medida o 
presión externa, política o económica que se aplique contra el ejercicio de este dere-
cho es una fragante violación de los principios de libre determinación y de no 
intervención, según lo define la 'Carta de las Naciones Unidas', y de aplicarse 
podría constituir una amenaza a la paz y a la seguridad internacionales". 

En primer lugar los trabajadores 

Los trabajadores empezaron a tener arte y parte en el presente y en el futuro 
del país. La clase obrera, la clase más numerosa, explotada, avanzada y patriótica, 
ligada a las fuerzas productivas más modernas, asumió posiciones de poder junto 
a las otras clases y capas sociales interesadas en el progreso social, en el desarro-
llo cultural y en la justicia y la libertad verdaderas. Se produjo un cambio en la 
actitud de los hombres y mujeres del pueblo. Los trabajadores y las masas popula-
res sintieron que el gobierno de Allende era su gobierno, que ellos tenían algo que 
hacer en su país más allá de vender su fuerza de trabajo en una fábrica o taller o 
lavar ropa ajena en una artesa de población. Los humillados y postergados por 

Kennecott Copper, empresa norteamericana que demandó al Estado chileno ante los tribunales 
de varios países de Europa a raíz de la nacionalización del mineral de Chuquicamata. 
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tantos años visualizaron y empezaron a sentir que también tenían derecho a vivir 
de otra manera y a ser tratados con respeto y dignidad. 

La abogada Aída Figueroa que se desempeñara como Directora general 
del Trabajo, me dijo que la labor del Ministerio fue constantemente bombardea-
da por la reacción y fue difícil la misión política sindical del gobierno. Tres 
obreros ocuparon la cartera ministerial, "José Oyarce, para mi gusto el más práctico; 
Luis Figueroa, el más visionario; Jorge Godoy, con estudios en materia de administración 
de empresas y eficiencia laboral, inoperantes en Chile, y Mireya Baltra, entusiasta y 
osada". Aída Figueroa me agregó que el sindicalismo tradicional, el sindica-
lismo histórico, estuvo a la altura, con buenos y responsables dirigentes, 
aunque no faltaron, entre ellos, quienes conciliaron con el oportunismo y no 
atacaron como se debía la corrupción en que incurrió alguna gente que en un 
momento recibió mercaderías como parte del salario y ésas mercancías las 
llevaba al mercado negro. 

Allende tenía un gran aprecio por la organización de los trabajadores. Lo 
proclamó en muchos de sus discursos. Lo dejó de manifiesto al entregarle a la 
CUT la "Radio Balmaceda", cuya concesión estaba caducada por no ser capaz 
de pagar una deuda de 3 mil 800 millones de pesos. Al pasar a manos de la 
central obrera, la emisora transmitió con el nombre de "Luis Emilio Recabarren" 
hasta que fue silenciada y confiscada por la dictadura. 

El Gobierno Popular firmó un convenio con la CUT en virtud del cual se 
crearon comisiones tripartitas, integradas por representantes de los trabajado-
res, empresarios privados y gobierno, estas comisiones se formaron en la 
construcción, en la industria gráfica, en las bombas que expenden bencina, en la 
industria textil y otras actividades privadas. Una de las más importantes comi-
siones tripartitas se constituyó en el área textil con participación de 2 mil 500 
fábricas o talleres. Con ellas se convino en salarios mínimos por especialidad, 
en el pago de colación y de subsidios por enfermedad, en la indemnización por 
años de servicio y otros beneficios que se extendieron a decenas de miles de 
trabajadores industriales. 

Mejores salarios y previsión social 

Mejoraron las remuneraciones, incluidas las asignaciones familiares, las 
jubilaciones, las pensiones y montepíos. Las remuneraciones de los trabajadores 
del sector público, incluidas las de las municipalidades, fueron reajustadas de 
acuerdo al alza del costo de la vida más un 5% adicional y las remuneraciones 
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que eran iguales o superiores a dos sueldos vitales tuvieron el reajuste que 
correspondía al alza del costo de la vida más un 3% adicional. Por primera 
vez, en el primer año del Gobierno Popular se dio un reajuste que se cargó a las 
utilidades de los patrones y en el sector público no se financió con impuestos 
que gravaran al pueblo. Se trazó y aplicó una política coherente a favor de la 
pequeña y la mediana industria, del pequeño y mediano comercio y del media-
no y pequeño empresario agrícola, a través del aumento de la capacidad de 
compra de las masas, de la rebaja del interés bancario, de la reorientación del 
crédito, de la estabilización del precio de las materias primas. 

El salario mínimo pasó a ser, en términos reales, tres veces superior al 
de 1968, según reconoció posteriormente El Mercurio, en su editorial del 24 
de septiembre de 1989. Las asignaciones familiares de los obreros, campesi-
nos y empleados públicos, tuvieron un aumento porcentual más alto para 
acercarlas a las que recibían los empleados particulares. Con una asigna-
ción familiar se podía comprar 39 kilos de pan en 1973 -obviamente antes 
del golpe militar-, y en 1985 no más de 6 kilos, recordó el ex ministro del 
Trabajo José Oyarce, durante su intervención en el Seminario que realizó el 
Instituto de Ciencias Alejandro Lipchutz, en conmemoración del 25° aniver-
sario de la victoria de la Unidad Popular. 

A la vez, se creó el Fondo Único de Asignaciones Familiares con vista a 
que todas llegaran a tener el mismo valor. 

El alza del costo de la vida, que de enero a noviembre de 1970 era del 
orden del 30%, bajó a menos del 15% en el mismo período del año siguiente. 

Como resultado de la política económica y social del Gobierno Popular, 
comprendidas las mejores remuneraciones que los trabajadores empezaron a 
ganar, cientos de miles de chilenos y chilenas tuvieron por fin acceso a bienes 
que hasta entonces eran un lujo. Consumir carne, vestir adecuadamente, cal-
zar a los niños, disponer de catres y colchones, poseer un televisor o un 
refrigerador o una estufa a gas licuado, pasaron a ser aspiraciones realizables 
para todos. El aumento de la capacidad adquisitiva de la gente llevó a los 
industriales a elevar su producción para satisfacer las mayores demandas y 
esto condujo a la reducción de la cesantía a sólo el 3%, la cifra más baja desde 
que se iniciaron las estadísticas. 

El gobierno de Allende se distinguió, además, por apoyar decididamente 
la organización de los trabajadores y su independencia. Le concedió personería 
jurídica a la Central Única de Trabajadores y facilitó la formación del Sindicato 
Único de Trabajadores de la Enseñanza. 

Entre septiembre de 1970 y septiembre de 1973 aumentó de 1.448 a 1.841 
el número de sindicatos industriales, de 2.536 a 3.733 el número de sindicatos 
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profesionales y de 774 a 1.118 el de los sindicatos agrícolas, según fuente de la 
Dirección general del Trabajo. Y la masa laboral, comprendidos los trabajadores 
agrícolas, que era de 630.392 el año 1970 pasó a ser en 1973 de 1.009.319. 

El 30% de la fuerza laboral llegó a estar organizada y los trabajadores 
pasaron a elegir, en votación secreta, sus representantes en los Consejos de las 
Cajas de Previsión. 

Se dispuso por Ley 17.392 la creación de la Caja de Previsión Social de 
Comerciantes, pequeños industriales, transportistas, artesanos, y todo tipo de 
trabajadores independientes. Entre ellos, además de los ya mencionados, esta-
ban los artistas, los sacerdotes, las monjas, los pastores y ministros de todos los 
credos religiosos, los pequeños y medianos agricultores, los pirquineros, los 
pescadores artesanales, los suplementeros y los odontólogos independientes. 
Con la dictadura la ley desapareció. 

El 21 de diciembre se creó el Consejo Nacional de la Juventud, encargado 
de promover la organización y de atender los problemas de los jóvenes. La ju-
ventud chilena, junto a los trabajadores, fue y se sintió protagonista de la historia 
y vio la posibilidad de hacer realidad sus más queridos sueños. ¡Cientos de 
miles de hombres y mujeres de hoy, muchachos y muchachas de entonces, re-
cuerdan aquellos años como los más hermosos de sus vidas! 

Durante el gobierno de Allende se logró el más alto grado de organiza-
ción campesina. ¡Como que en 1972 había ya 278 mil campesinos sindicalizados, 
un 168% más que en 1969! 

Salud y educación para todos 

El cambio se operó en todos los terrenos. 
Para el Gobierno Popular la salud pasó a tener preocupación prioritaria. 

Se crearon consultorios a razón de uno por cada 40 mil habitantes y uno de cada 
tres consultorios comenzó a atender noche y día a la gente, para lo cual se 
contrató a los médicos recién egresados y a los alumnos del último curso de 
medicina. Las consultas externas del Servicio Único de Salud aumentaron de 8 
millones 900 mil en 1970 a doce millones 200 mil en 1971, año en el cual crecie-
ron, asimismo, en un 32,2% las prestaciones de los servicios de urgencia. 
Aumentaron también la atención a los niños y a los enfermos de cualquier edad. 
Mejoró la alimentación en proteínas y calorías por persona. Bajaron las tasas de 
mortalidad infantil y de mortalidad en general. 

La Universidad de Chile abrió carreras vespertinas de médicos y enfer-
meras universitarias. Aumentó el número de dentistas para cubrir la atención 



social, creándose, además los cargos de odontólogos de zona en el Servicio Na-
cional de Salud. En concreto, durante el gobierno de la Unidad Popular se 
aumentó en un 6,6% el personal médico, en un 31,5% el número de odontólogos 
y en un 17,8% el de enfermeras. En 1971 se capacitaron 3 mil trabajadores 
para participar en los Comités Paritarios de Higiene y Seguridad Industria-
les previstos por la ley. En los consultorios se daban talleres de primeros 
auxilios, de nutrición y de prevención de enfermedades. En las tareas referi-
das a la salud entraron a colaborar juntas de vecinos, los centros de madres, 
los sindicatos y clubes de barrio. 

Un tren, habilitado especialmente para llevar atención médica y dental 
gratuita a campesinos y pobladores sin acceso a consultorios y hospitales, reco-
rrió la zona central y sur del país durante aproximadamente dos años. 

En 1972, el gasto en salud correspondió al 3,5% del presupuesto. Durante 
la dictadura bajó al 0,6%. 

En el vasto campo de la educación, se empezó por reafirmar la gratuidad 
de la matrícula en la enseñanza básica y media, en tanto que en la Universidad 
de Chile miles de estudiantes quedaron exentos de pagarla y los que tenían que 
hacerlo, cancelaban sumas por lo general modestas, pues lo hacían de acuerdo 
a los ingresos de sus padres. 

En 1972 el gasto en educación alcanzó al 7,2% del PIB, muy superior al 
que existe actualmente, no obstante la recuperación de su monto después de la 
caída que tuvo en los años de la dictadura. 

Ya en el primer año del Gobierno Popular, la escolaridad alcanzó al 94% 
en los niños de 6 a 14 años y a un 35% en los jóvenes entre 15 y 19 años. 

En la educación básica se distribuyeron gratuitamente más de seis mi-
llones 417 mil textos escolares en los dos primeros años del gobierno popular. 
Con los entregados en 1973, el total llegó a ocho millones. Igualmente gratuita 
fue la distribución de libros y demás útiles escolares y el desayuno se extendió 
a todos los alumnos de la educación básica y el almuerzo para los alumnos de 
más bajos recursos. 

Se creó el Programa Experimental de nivelación básica para obreros y 
alrededor de 4 mil trabajadores recibieron cursos de nivelación media y carre-
ras tecnológicas. 

El convenio CUT-UTE inspiró y patrocinó un sistema nacional de educa-
ción que llevó la Universidad a las fábricas, a los puertos, a las minas, haciendo 
posible que los alumnos que alcanzaran el grado de Técnico Universitario siguie-
ran estudios de ingeniería. La Universidad Técnica del Estado estaba dirigida 
entonces por Enrique Kirberg, quien fue el rector que más empeño le puso en abrir 
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las puertas de la educación superior a los muchachos y muchachas provenientes 
de familias modestas. En 1972 había 6 mil estudiantes y en 1973 ocho mil alum-
nos que estudiaban en esas condiciones. Conforme a ese mismo convenio, fue 
posible que mil 500 trabajadores que tenían licencia secundaria siguieran carre-
ras universitarias en la Universidad Técnica. También lo hicieron 150 miembros 
de la Aeronáutica (ha de saberse que la Universidad Técnica, hoy Universidad de 
Santiago, USACH, derivó de la Escuela de Artes y Oficios, que funcionaba en el 
mismo lugar, y que de ella Kirberg fue expulsado allá por el año 1939 por un 
escrito suyo en un diario mural que no fue del agrado de la rectoría de ese tiempo 
y estuvo, también, relegado en Aysén por el gobierno de Alessandri Palma). 

En la Escuela de Medicina de la Universidad de Chile, bajo el decanato 
del profesor Alejandro Jadresic, se iniciaron en abril de 1972 carreras vesperti-
nas para 300 trabajadores en diversas especialidades. Desde que se firmó el 
convenio entre la CUT y el Servicio Nacional de Salud, en junio de 1972, hasta 
fines de ese mismo año, se capacitaron alrededor de 14 mil trabajadores en 
riesgos ocupacionales, mientras las mutuales, que tenían muchos más recursos, 
capacitaron en ese período solamente a 3 mil. 

Siguió disminuyendo el número de analfabetos. Sólo en 1971 fueron 
alfabetizadas 20 mil personas. El presupuesto fiscal para educación pasó de 
405 a 617 millones de dólares (dólares de 1976). 

Los mejores alumnos de la enseñanza básica de todo el país eran recibi-
dos en los veranos del 71-72 y 73 en el Palacio Presidencial de Viña del Mar. 

Mediante becas especiales pudieron ingresar a las escuelas universita-
rias muchos hijos de obreros y campesinos y también hijos de soldados. Con tal 
fin el Gobierno Popular instituyó la "Beca René Schneider". 

Justicia para el pueblo mapíiche 

En marzo de 1971, con la firma del Presidente Allende y de sus minis-
tros Jacques Chonchol y Humberto Mariones, entró al Congreso Nacional un 
proyecto a favor del pueblo mapuche. Un año y medio más tarde, el 15 de 
septiembre de 1972, se convirtió en la Ley 17.729. Aunque el proyecto fue mo-
dificado y desmejorado por el Parlamento, en el cual la Unidad Popular no 
tenía mayoría, la ley aprobada fue particularmente significativa para nuestro 
pueblo originario. Como señalara en 1999 la Coordinadora Mapuche Arauco-
Malleco, "recogía muchas de las aspiraciones que le fueron presentadas (al 
Gobierno) por el propio movimiento mapuche en múltiples reuniones, (y) en-
tre sus principales aportes se encontraba el reconocimiento de la existencia de 
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tierras usurpadas y el establecimiento de los mecanismos mediante los cuales se 
procedería a su restitución5". 

En la Novena Región se intensificó especialmente la Reforma Agraria, 
para cuyo efecto el ministro de Agricultura, Jacques Chonchol, trabajó en terre-
no durante cierto tiempo. Se restituyeron a los mapuches 70 mil hectáreas 
usurpadas por los terratenientes, se crearon 37 cooperativas de producción 
agrícola en las comunidades de Malleco y Cautín y numerosas cooperativas 
de artesanos a las cuales el INDAP les compraba su producción a precio justo. 
Se incorporaron al proceso de reforma agraria 370 familias mapuches de Cautín, 
importante cantidad si tenemos presente que el gobierno de Eduardo Frei 
Montalva sólo incorporó 60. En 1973 se otorgaron 17 mil becas para estudian-
tes mapuches desde el cuarto grado primario hasta la universidad; se 
organizaron centros de alfabetización que lograron contar con 27 mil alumnos 
de ambos sexos, que habían empezado a leer y escribir en ese período. Se 
crearon 70 postas de primeros auxilios en las comunidades, en conjunto con el 
Servicio Nacional de Salud y se fundó la Corporación de Desarrollo Indígena. 

La Ley 17.729 contempló, además de la recuperación de las tierras usur-
padas por los terratenientes, la formación voluntaria de comunidades 
cooperativas de producción, y creó el Instituto de Desarrollo Indígena, que tenía 
como misión formar centros educacionales de carácter politécnico para los hijos 
de los mapuches, promover la enseñanza del mapudungún en las escuelas ubi-
cadas en las comunidades o cerca de ellas, defender las tradiciones culturales 
de nuestros aborígenes y entregar becas a los jóvenes para su ingreso a las 
universidades. El Instituto de Desarrollo Indígena se propuso también crear un 
hospital central y postas de primeros auxilios en las comunidades, formando a 
la vez personal médico y paramédico mapuche, tarea que no alcanzó a cumplir 
a causa del golpe del 11 de septiembre. 

La Coordinadora Mapuche Arauco-Malleco reconoció las realizaciones 
del Gobierno Popular. En su informe del año 1999 dice expresamente: "El 
gobierno de Salvador Allende fue la primera oportunidad real que tuvieron los 
mapuches para solucionar la difícil situación de marginación política, social 
y territorial que les afectaba desde la pérdida de su independencia". Añade 
que "a partir del golpe de Estado que derrocó al gobierno de Allende y del 
inicio de la dictadura militar, la mayoría de las tierras entregadas al pueblo 
mapuche fueron devueltas a sus antiguos propietarios o sacadas a remate 
público". Mediante el Decreto-Ley 2.568 del año 1979 la dictadura impuso 
una vuelta atrás, derogó la Ley dictada durante el Gobierno de la Unidad 

Informe de la Coordinadora Mapuche Arauco-Malleco, año 1999. 
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popular y dio luz verde a la subdivisión de las comunidades. Añade la Coor-
dinadora que después de la dictadura surgió en los mapuches "la esperanza 
de que el nuevo régimen democrático trajera consigo un cuadro de garantías, 
de derechos y de libertades políticas más favorable para las reivindicaciones 
históricas de nuestro pueblo. En un comienzo, todo parecía indicar hacia esa 
dirección. El año 1989, el entonces candidato presidencial de la Concertación 
de Partidos por la Democracia, Patricio Aylwin Azocar, se comprometió for-
malmente, con los dirigentes mapuches en la ciudad de Nueva Imperial a 
legislar durante su gobierno en favor del desarrollo y la libertad de los pueblos 
indígenas y a establecer nuevas formas de relación entre ellos y el Estado 
chileno. El mismo compromiso estipulaba, entre otras cosas, que el nuevo go-
bierno reconocería mediante un proyecto de reforma constitucional a los 
mapuches y demás pueblos indígenas como sujetos específicos al interior del 
país; esto es, como entidades jurídico-políticas que existen como tales al inte-
rior del Estado y a las cuales les corresponden no sólo los derechos de los 
ciudadanos, sino que también los derechos de los pueblos que se encuentran 
consignados en diversos instrumentos jurídicos internacionales, tales como el 
Convenio 169 de la Organización Internacional del Trabajo (OIT) relativo a los 
pueblos indígenas y tribales en países independientes, y los Pactos de Derechos 
Humanos de las Naciones Unidas". Y a continuación afirma que la Ley Indíge-
na 19.253, dictada en octubre de 1993, definió "al pueblo mapuche como una 
etnia con ciertos derechos menores, pero sin la posibilidad de escoger libre y 
soberanamente su destino... (y) .lo que es aún más preocupante, (después) se ha 
producido un resurgimiento de las violaciones de derechos humanos en contra 
de los mapuches por parte del Estado. (...) Dirigentes de comunidades que man-
tienen disputas territoriales con empresas forestales y de organizaciones que 
reclaman por la autonomía política de nuestro pueblo han sido particularmente 
perseguidos y encarcelados. La mayoría de ellos están siendo juzgados por 
tribunales militares y acusados de delitos violentos mediante montajes 
incriminatorios, pruebas fraudulentas, testigos sin rostro o confesiones obteni-
das por medio de la tortura u otras formas de malos tratos". 

Los mapuches tienen su propia lengua - e l m a p u d u n g ú n - , sus 
vernaculares expresiones artísticas -musicales y artesanales-, sus vestimentas, 
sus cementerios, sus tótem, sus costumbres ancestrales. El vocablo mapuche está 
compuesto de dos palabras, mapu que significa tierra y che, gente. La naturaleza, la 
tierra son, para el mapuche, parte de su vida y de su espiritualidad. Su razón de 
ser y de existir en el mundo viene de su tierra, donde crece el canelo, su árbol 
sagrado, y donde abunda el pehuén (la araucaria) que les ofrece el alimento 
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diario, el piñón, que es como el pan de cada día. Reúnen todos los requisitos 
para ser reconocidos como minoría nacional. 

La forma en que el pueblo mapuche ejerza su derecho a su autonomía 
dentro del Estado de Chile y lo que en este terreno corresponda hacer en relación 
a los rapanuís y los aimarás, deben ser considerados y convenidos con estos 
pueblos y etnias originarios. Lo que no pueden hacer los gobernantes es seguir 
ignorándolos y menos continuar tratando a nuestros compatriotas mapuches 
como delincuentes y terroristas, persiguiéndolos y encarcelándolos, todo ello 
con el respaldo de Endesa, la hidroeléctrica española, y de las grandes empresas 
madereras, varias de ellas multinacionales, que hoy ocupan las tierras donde 
nacieron y se criaron los hijos de Lautaro y Caupolicán, tierras que cada día son 
invadidas por el pino insigne, cuyo monocultivo provoca un empobrecimiento 
en la biodiversidad y en la disponibilidad de alimentos que desde tiempos 
inmemoriales son parte del consumo de nuestros aborígenes. 

Los libros y las artes para el pueblo 

En los años del Gobierno Popular la cultura recibió un impulso extraordi-
nario. Se expropió la empresa Zig-Zag, transformándose en una editora estatal 
que pasó a llamarse Quimantú, voz mapuche compuesta por Quim que significa 
saber y Antú, sol. Etimológicamente se refiere a la idea de conocimiento, y en 
general al acceso de las mayorías a la cultura. Como si le hiciera honor a su 
nombre, Quimantú sólo en dos años publicó más de 12 millones de ejemplares 
de las mejores obras de la literatura nacional y universal. Por primera vez los 
mineros del carbón pudieron leer Subterra. 

Nunca antes las ediciones habían alcanzado tirajes de decenas de miles 
de ejemplares, ni los libros tuvieron un precio tan bajo. El precio de los mini-
libros de la colección Quimantú Para Todos correspondía al valor de una cajetilla 
de cigarrillos Hilton. Por camión se mandaron a Chuquicamata miles de ejem-
plares de obras de diversos autores pensando que se venderían en un mes y se 
vendieron en un santiamén. 

De los textos de estudios el 50% se distribuían gratuitamente y el resto se 
comercializaba en librerías. Desde la llegada del Gobierno Popular el 100% de 
esos textos se entregó gratis a todos los escolares de la enseñanza básica. 

Dados los altos tirajes que alcanzaban los libros de los autores nacionales, 
se llegó a considerar si se mantenía el mismo porcentaje que antes se pagaba por 
derecho de autor. Lo que este derecho significaba en dinero era tan importante que 
un día el escritor Manuel Rojas devolvió un cheque porque era mucha plata. 
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Después del golpe la dictadura hizo embalar muchos libros de Gabriela 
Mistral, Jack London, Pablo Neruda y otros autores y se los entregó a la Papelera 
como material de reciclaje. 

Quimantú tenía maquinarias de fabricación norteamericana. Cuando 
tuvieron problemas de repuestos no pudieron adquirirlos en Estados Uni-
dos. Pero los fabricaron los propios trabajadores que en esto y en todo se 
empeñaron por hacer que la empresa funcionara mejor que cuando estaba en 
manos privadas. 

El teatro llegó más a la gente. En los marcos del convenio CUT-UTE, el 
Teatro Nuevo Popular realizó un total de 37 funciones en una gira por las 
tres regiones más septentrionales del país, para luego llevar el arte escénico 
a los Centros de Reforma Agraria, asentamientos e industrias de la Región 
Metropolitana. 

Adquirió mayor auge el movimiento musical que fundía los valores au-
ténticos del folklore con la experiencia de músicos de formación académica, y 
surgió una rica y variada actividad pictórica que tuvo caracteres de masas. 

El cine recibió un buen impulso. Surgieron nuevos cineastas y se produ-
jeron más de 20 largometrajes, entre ellos Palomita Blanca de Raúl Ruiz. Bajo la 
dirección de Miguel Littin se creó en Chile Films un centro productor y distribui-
dor dirigido a los sindicatos y demás organizaciones populares de masas. (Dicho 
centro y, ciertamente, Chile Films, que era una empresa estatal, pasó a manos 
privadas con la dictadura). Por su lado, las Juventudes Comunistas crearon el 
sello discográfico, DICAP, que editó millares de discos, divulgando la música 
chilena y latinoamericana. 

Como en el caso de la salud, se montó un "Tren de la Cultura" que reco-
rrió buena parte del país, con la participación de artistas y estudiantes de artes. 

La artesanía fue apoyada y estimulada en todas sus expresiones. 
Había otro ambiente. Primaba el deseo de estudiar, de saber más y de 

darle al espíritu los disfrutes del arte y la cultura. 

Atención preferente a la madre y al Niño 

Una de las 40 medidas que la Unidad Popular señaló como de aplicación 
inmediata fue la entrega de medio litro de leche diario para cada niño chileno. 

El compromiso del medio litro de leche se mantuvo contra viento y marea 
durante los Mil 41 días que duró la Presidencia de Salvador Allende. Cuando 
la producción interna no dio abasto, se importó leche en polvo. Esta subió de 
precio y escaseaban las divisas, pero ningún niño dejó de recibir su medio litro 
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de leche. En 1970, antes de constituirse el Gobierno Popular, habían recibido 
leche gratuitamente 650 mil personas, particularmente niños. En 1971 se distri-
buyeron gratuitamente 47 millones de litros, una cantidad semejante en 1972 y, 
a pesar de todas las dificultades, 49 millones en 1973, llegando a favorecer a 3 
millones 600 mil niños. 

En 1973 entraron en funciones alrededor de 400 jardines infantiles que 
atendían a cerca de 70 mil niños, como fruto de una ley propiciada por el movi-
miento femenino, ley que llevó la firma del Presidente Allende y de su Ministra 
del Trabajo, Mireya Baltra. 

Había más de 20 mil Centros de Madres a lo largo de todo el país, muchos 
de ellos creados por el gobierno de la Democracia Cristiana. Agrupaban a 600 
mil mujeres. En la Revista Principios ND150 de marzo-abril de 1973, Elena Pedraza, 
una de las primeras kinesiólogas chilenas y fundadora de la Escuela de 
Kinesiología en Cuba, destacaba la labor de las madres como voluntarias de la 
salud en las campañas de vacunación contra las enfermedades de la infancia y 
por la higiene ambiental, en los jardines infantiles y en los esfuerzos por la 
superación de la mujer a través de cursos de Auxiliares de Párvulos y Manipu-
ladoras de Alimentos. Los convenios CUT-UTE y COCEMA-UTE permitieron 
que se graduaran mil 500 auxiliares de párvulos. 

La mujer tuvo también un trato prioritario. En su favor se estableció por 
ley que el montepío, que equivalía al cincuenta por ciento de la jubilación que 
recibía o habría recibido su esposo fallecido, aumentara en el ciento por ciento, 
conquista que la dictadura derogó por completo y que aún no se restablece 
plenamente. Para ella se amplió, además, a 4 semanas el permiso por natalidad 
antes del parto y a 6 después del parto. 

Se elevó de 12 a 20 escudos el salario mínimo industrial; estableciéndose 
igual salario para el hombre y la mujer. "Y serán los propios trabajadores de la 
industria -dijo el Presidente Allende- los que impidan al mal patrón discriminar 
en la remuneración que debe recibir la mujer. No sólo será la mujer la que debe 
defender sus derechos, sino que será la obligación de los trabajadores no permitir, 
no tolerar, no aceptar que se explote más a la mujer. Por eso es que yo llamo a la 
responsabilidad de los trabajadores. Ahora comprenderán porque vamos a crear 
- esta semana enviaré el proyecto al Congreso- el ministerio de protección a la 
familia. Cuántas veces le dijimos a la mujer chilena: A ustedes les han hecho creer 
que nosotros queremos desquiciar a la familia -y agregó-: ¿De qué familia están 
hablando, compañera? ¿Es una familia real la que tiene la mujer campesina, la 
mujer de los grandes sectores trabajadores? No, no puede haber familia normal 
donde falta lo esencial para la existencia; no pueden asentarse el vínculo y el 
afecto cuando la mujer, joven todavía, envejece prematuramente; cuando pasa las 
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24 horas del día desgreñada y sucia; cuando tiene que ir acarrear el agua para el 
consumo elemental; cuando tiene en una pieza 4 ó 6 personas; cuando los hechos 
más íntimos de la familia se practican casi en presencia de los hijos, conscientes 
estos ya de lo que son las relaciones humanas".6 

El proyecto sobre el Ministerio de la Familia anunciado por Allende en el 
mes de enero del 71 sólo se pudo convertir en ley pocos días antes del golpe 
militar, sin que siquiera pudiera ser promulgado. La dictadura de Pinochet no lo 
tomó en cuenta. Pero de la historia de Chile no puede borrarse el hecho de que el 
gobierno de la Unidad Popular, cuya aspiración final era el socialismo y éste era 
motejado de enemigo de la familia, quiso crearlo para darle más fuerza, catego-
ría y medios a su política a favor de las madres y sus hijos. 

Carmen Gloria Aguayo encabezaba el Comando de Mujeres de la Unidad 
Popular, y estuvo oficialmente dedicada a impulsar el proyecto. "La iniciativa -
m e c u e n t a - nació del MAPU, partido que yo representaba, y el proyecto de cuya 
redacción estuvo a cargo José Antonio Viera Gallo fue enviado al Parlamento a princi-
pios de marzo de 1971. Tenía una aceptación muy amplia. Ningún político quería aparecer 
oponiéndose a tal iniciativa" 

Me agrega que cuando el proyecto tuvo el triste destino de quedar empan-
tanado en el Congreso, como antes he mencionado, se trabajó a pesar de la falta 
de recursos por ausencia de la ley. Se propusieron juntar varios organismos 
estatales afines a los intereses de la familia. Estos eran la Promoción Popular, 
creada por el gobierno de Eduardo Frei y dependiente de la Presidencia de la 
República; la Junta de Jardines Infantiles; la Oficina Encargada de los Niños en 
Situación Irregular, que dependía del Ministerio de la Salud, y la Asistencia 
Social, dependiente del Ministerio del Interior. 

Carmen Gloria Aguayo fue nombrada Directora de Promoción Popular, 
que existía en todas las provincias, y a partir de ese organismo se impulsó la 
organización de los Centros de Madres que formaron agrupaciones a nivel de 
la población y luego Uniones Comunales, logrando crear la primera Federa-
ción Provincial que abarcó en Santiago a decenas de miles de mujeres. Los 
programas de salud estuvieron a cargo de monitoras voluntarias, se crearon 
lavanderías populares donde las dueñas de casa usaban por turno una máqui-
na lavadora. Muchas madres aprendieron a participar en la creación de nuevos 
jardines infantiles haciendo el catastro de su vecindario y ofreciendo ayuda para 
cuidar a los niños. Ayudaron también a escoger entre las familias más pobres a los 
grupos de mujeres y niños que irían a los balnearios populares de los cuales 

Discurso de Salvador Allende en la inauguración de Jornadas de Discusión Popular, Escuela de 
Derecho de la Universidad de Chile de Valparaíso, enero de 1971. 
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hablo más adelante. Las monitoras preparaban también actividades cultura-
les, espectáculos teatrales, música, debates, además de gimnasia y deportes. 

Viviendas para los más necesitados 

Tras el propósito de atender los problemas que más afligen a la familia, el 
gobierno de la Unidad Popular echó mano de todos los medios que estaban a su 
alcance para enfrentar el problema habitacional. Faltaban 480 mil viviendas, 
déficit que se elevó a 520 mil con el terremoto de julio de 1971 que afectó princi-
palmente a lo que es hoy la Quinta Región. Pues bien, ya en el primer año de 
Gobierno se lograron construir 73 mil viviendas de las 83 mil que se habían 
programado. En los casi tres años del Gobierno Popular se logró un aumento 
promedio de un 8% anual en las construcciones habitacionales. Se hizo también 
un gran esfuerzo en cuanto a establecimientos educacionales, lográndose cons-
truir 221 mil metros cuadrados en 1971 contra 79 mil del año anterior. 

En construcción de viviendas, el Gobierno Popular superó a todos los 
gobiernos precedentes, levantó 156 mil viviendas con un promedio de 52 mil 
unidades anuales, cifra claramente superior a las 39 mil levantadas anualmente 
durante el período de Eduardo Frei Montalva y casi el doble, como promedio 
anual, de las 30 mil registradas durante la dictadura de Augusto Pinochet. 

De acuerdo a los indicadores utilizados por las Naciones Unidas para 
medir la construcción habitacional, durante el Gobierno Popular la edificación 
de viviendas llegó a la cifra de 5,29 viviendas por cada mil habitantes, en tanto 
que durante Frei Montalva fue de un 4,4 y en la dictadura de 3,31. 

Si bien es importante el número de viviendas construidas por el gobierno 
de la Unidad Popular, más significativo es el hecho de que fueron asignadas 
preferentemente a los sectores de más bajos ingresos, dándoles prioridad en el 
primer programa habitacional a las familias instaladas en las tomas o campa-
mentos y luego a los allegados y a las familias favorecidas con la Operación Sitio 
durante el gobierno anterior y que no habían podido levantar sus casas. 

Como los sin casa reclamaban su derecho a permanecer en las comunas 
donde vivían rechazando el traslado a otros sectores, lo que conlleva una ruptu-
ra con sus lazos de arraigo sociales y muchas veces la pérdida de su fuente de 
trabajo, se resolvió construir viviendas a los sin casa que vivían en Las Condes 
junto a las riberas del Mapocho. Así surgió la Villa Carlos Cortés, nombre del 
fallecido ministro socialista de la Vivienda, entregándose en los años 1972 y 
1973 mil 38 departamentos. La instalación de las primeras familias dio origen a 
una fiesta popular emotiva y brillante, grandes fogatas iluminaron la noche del 
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barrio alto con la quemazón de las tablas de madera que los había albergado 
hasta entonces, mientras jóvenes y niños subían y bajaban las escaleras ayu-
dando en la mudanza y otros protagonizaban un espectáculo artístico al aire 
libre. Las familias favorecidas cumplieron con todos los requisitos de la 
postulación y cancelaban mensualmente los dividendos en una oficina instala-
da especialmente por la CORHABIT en uno de los bloques. Entre los años 75 y 
78 la dictadura procedió al desalojo de todos los habitantes de la Villa, algunos 
fueron lanzados a la calle o enviados a viejas poblaciones del Ejército situadas 
en Renca o en La Granja, cuyos moradores, en su mayoría suboficiales del Ejér-
cito, pasaron a ocupar los departamentos de los pobladores desalojados a la 
fuerza. Y para colmo de infamia, en 1997 el Ejército trasladó a otro lugar al 
personal de sus filas que había sido llevado a Las Condes y vendió en 80 millo-
nes de dólares el terreno con todos sus edificios a una sociedad inmobiliaria. La 
inmobiliaria, por supuesto, demolió los edificios para dar curso a un negocio 
más rentable, la construcción de un gran centro comercial. El entonces Alcalde 
de Las Condes encabezó la ceremonia, no la ceremonia de colocación de la 
primera piedra, sino la de demolición de los muros a raíz de lo cual el diario Las 
Últimas Noticias del 16 de julio de 1997 escribió lo siguiente "Joaquín Lavin, de 
un plumazo derribó un mito: el anhelo del Gobierno de la Unidad Popular de 
abrir las comunas más pudientes a los sectores más desposeídos". 

Se fijó por ley un tope máximo del 20% del salario para el pago de los 
dividendos de las viviendas de menos de 90 metros cuadrados y a la vez fue 
derogada la reajustabilidad de los dividendos. 

Antes los programas de construcción de vivienda no tenían destinatarios 
determinados, lo que daba origen a un largo y burocrático proceso de asignación. 
Durante la Unidad Popular se localizaban previamente a los grupos más necesi-
tados, tarea que se hacía de acuerdo con los dirigentes de los pobladores. Cada 
vivienda que se iniciaba estaba preasignada. Se garantizaba el cumplimiento del 
compromiso mediante Certificados de Localización emitido por el Ministerio de 
la Vivienda y firmados por el propio ministro y el Comité de Pobladores, en los 
cuales se consignaba el número y tipo de vivienda a construir en cada terreno. 

Se crearon también los Comités Paritarios, formados por el delegado co-
munal de la CORHABIT y representantes de los Comités de Pobladores, que 
entregaban las viviendas preasignadas en cada proyecto. Además los trabaja-
dores de la construcción entraron a formar parte de las empresas de construcción 
estatal que organizaron la CORVI (Corporación de la Vivienda) y la CORMU 
(Corporación de Mejoramiento Urbano). 

Se dio un fuerte impulso a los sistemas industrializados de construcción 
de viviendas, implementados con gran esfuerzo en los años precedentes por 
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empresas de tamaño mediano como "Xilostécnica Moreno Vial", "Simples Cepol" 
y otras que construían escuelas y viviendas sociales, en especial para regiones 
aisladas, de difícil acceso y escasez de mano de obra. 

La construcción de viviendas prefabricadas adquirió un importante impul-
so con la Planta de Prefabricados de Hormigón que le donó a Chile la Unión Soviética 
a raíz del terremoto de 1971 y que sólo alcanzó a terminar algunos conjuntos 
habitacionales en El Bellota de Quilpué, donde se instaló dicha planta. Desgracia-
damente con la dictadura ésta y todas las plantas de prefabricados desaparecieron. 

El Gobierno Popular se preocupó de estimular la construcción de vivien-
das -ya sea individualmente o a través de cooperativas- destinadas a los sectores 
medios de la población. En este terreno le prestó gran apoyo al SINAP, Sistema 
Nacional de Ahorro y Préstamo, que presidía la arquitecta Ana María Barrenechea 
y que financiaba la construcción de unas 20 mil viviendas anuales sin aportes 
fiscales. Dicho sistema había servido de modelo para el establecimiento de ins-
tituciones análogas en otros países de América Latina, pues constituía una 
importante fuente de actividad profesional para arquitectos y constructores y 
facilitaba la actividad de pequeños empresarios. Operó exitosamente durante el 
gobierno de Allende, siendo destruido posteriormente por los grupos económi-
cos bajo el amparo de la dictadura. 

Es especialmente demostrativo de la sensibilidad social del gobierno de 
la Unidad Popular el hecho de que haya levantado en tiempo record 17 balnea-
rios populares en las playas, cada uno con capacidad para hospedar a 500 
personas. A los cuales pudieron ir miles de modestas familias por turnos de 15 
días. Estos balnearios contaban con asistentes sociales, animadores y profeso-
res de educación física encargados de dirigir variados programas culturales y 
de entretenimiento para niños y adultos. Dos de esos balnearios, el de "Ritoque" 
y el de "Puchuncaví" fueron convertidos en campos de concentración por la 
dictadura y, tras el término de estos, desmantelados por completo. Los 13 res-
tantes fueron entregados a diversas ramas de las Fuerzas Armadas para usos 
diferentes o vendidos a privados. 

También se construyeron balnearios populares a la orilla de algunos ríos 
como el de Puente Negro y el de Tinguiririca, situados a las afueras de San 
Fernando. Se habilitó la piscina de Chacarilla en el cerro San Cristóbal, adap-
tándose con tal fin un estanque de hormigón de 90 metros de largo, destinado al 
riego y que permanecía en desuso. Y se recuperó el viejo Parque Cousiño, hoy 
Parque O'Higgins de 54 hectáreas, que permanecía abandonado; se le puso un 
sistema de riego automático y se plantaron en él 20 mil nuevos árboles y arbus-
tos. Se amplió su laguna y se habilitó el llamado "Pueblito" con diversos 
restaurantes y recintos destinados a centros culturales y de recreación. 
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Resumiendo, se puede decir, como lo expresara el arquitecto Miguel 
Lawner, que fuera Director Ejecutivo de la CORMU, en el Seminario organi-
zado por el CENDA en noviembre del año 2000, "las viviendas levantadas 
en esos apasionantes mil días se extienden a lo largo de todo Chile. Han 
transcurrido 30 años y la calidad de su construcción les ha otorgado una 
vida envidiable, otorgándoles a sus beneficiarios una propiedad que se ha 
valorizado con el tiempo. La eficaz fiscalización ejercida por los organismos 
fiscales y municipales garantizó este resultado. Situación que contrasta con 
el increíble deterioro experimentado en la construcción de las viviendas so-
ciales en los años posteriores". 
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2.- Las grandes transformaciones. 

"Desde el punto de vista interno, nosotros los chilenos, pensamos que no 
podemos romper este círculo vital que oprime a Chile sin haber recupera-
do nuestras riquezas básicas de manos del capital foráneo, si no terminamos, 
si no estatizamos el crédito, si no controlamos el comercio de importación 
y exportación y si no hacemos una profunda y auténtica reforma agraria. 
De allí entonces que la solución de nuestros problemas implica aprove-
char los excedentes de nuestra economía, producir para las necesidades 
esenciales del pueblo y evitar que en el esfuerzo se beneficie una minoría. 
Por eso es que nosotros decimos que esta es una revolución, porque el poder 
que estaba en una clase social ha pasado a otra clase social, que es la 
mayoría, que son los trabajadores. Entendemos por trabajadores desde el 
campesino hasta el profesor universitario sin negar que la columna verte-
bral sean los obreros de la ciudad y el campo". (Conferencia de prensa, 
Santiago 5 de mayo de 1971.) 

El cobre de Chile para los chilenos 
La preocupación central del Gobierno Popular, su objetivo supremo, no 

era otro que el de terminar con la pobreza, el atraso y la desigualdad sociales, y 
lograr que todos los habitantes de nuestra tierra pudieran disfrutar de los bienes 
de la naturaleza, de los avances de la ciencia y de la técnica, del trabajo del 
conjunto de la sociedad. Por eso fue mucho más allá de las medidas que de 
inmediato podía adoptar y adoptó; entró a poner las riquezas nacionales al 
servicio de todos los chilenos y a terminar con los grandes monopolios, llevando 
a la práctica las transformaciones de fondo contempladas en el Programa de la 
Unidad Popular. 

Con esta orientación tomó el toro por las astas desde el primer instante. 
La nacionalización del cobre fue la transformación más importante, vital, 

histórica, acometida por el Gobierno Popular. El proyecto respectivo que, para 
tal fin, se envió al Parlamento con la firma del Presidente de la República y la de 
su ministro de Minería, el radical Orlando Cantuarias, se convirtió en breve 
tiempo en una reforma constitucional convenida con la Democracia Cristiana. 
El proyecto se conoció primero en la Comisión de Minería del Senado, donde la 
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posición del Ejecutivo se dio a través del abogado Eduardo Novoa Montreal y de 
Sergio Insunza, también abogado y Subsecretario general de Gobierno. La parti-
cipación que en la Comisión de Minería tuvo su Presidente, Renán Fuentealba, 
senador democratacristiano "fue -me dijo Insunza- particularmente notable". 
La ley de nacionalización del cobre -subrayó- "fue la ley de oro del gobierno; 
nada hicimos mejor que eso". 

Fue presentado al Parlamento el 22 de diciembre de 1970, aprobado en 
abril de 1971 por amplia mayoría en la Cámara y en el Senado y ratificado 60 
días después, el 16 de julio, por la unanimidad de los diputados y senadores que 
concurrieron a la reunión del Congreso Pleno. La derecha no se atrevió entonces 
a oponerse a tan patriótica exigencia. 

El abogado independiente Eduardo Novoa Montreal, que fue cercano cola-
borador de Allende en todo lo que tuvo que ver con la nacionalización del cobre, dice 
en su libro Chile en la Legalidad que la Ley 17.450 que en 1971 permitió recuperar 
para el país su principal riqueza extractiva, "consagra constitucionalmente la 
nacionalización como un medio de recuperar o adquirir para el Estado riquezas 
naturales básicas y elementos para explotarlas, mediante el pago de una indemni-
zación que se ajuste a las posibilidades financieras de la nación " y, a la vez, 
"permite deducir de la indemnización que llegue a pagarse las 'rentabilidades 
excesivas' que hubieran obtenido esas entidades (las empresas extranjeras) en 
años anteriores". 

Como las ganancias excesivas que habían obtenido las grandes empresas 
del cobre Anaconda y la Kennecott, propietarias de "Chuquicamata", "El Salva-
dor" y "El Teniente" eran muy superiores al valor de las indemnizaciones que 
habría de pagárseles, el gobierno de la Unidad Popular, conforme a la ley, no les 
dio un solo peso. La ley había establecido el 12% como límite razonable de las 
utilidades, y las empresas mencionadas excedían en mucho ese margen. Sólo fue 
indemnizada la "Compañía Minera Andina" con 4 millones 800 mil dólares. 

"Las utilidades que habían obtenido en el transcurso de los últimos 15 
años algunas de las empresas nacionalizadas eran tan excesivas -dijo el Presi-
dente Allende en la Asamblea general de las Naciones Unidas en diciembre de 
1972- que al aplicárseles como límite de utilidad razonable el 12% anual, esas 
empresas fueron afectadas por devoluciones de significación. Tal es el caso, por 
ejemplo, de una filial de Anaconda Company que, entre 1955 y 1970, obtuvo en 
Chile una utilidad promedio del 21,3% anual sobre su valor de libro, mientras las 
utilidades de Anaconda en otros países alcanzaban sólo un 3,6% al año". Y a 
continuación mencionó a la "filial de Kennecott Copper Corporation que, en el 
mismo período, obtuvo en Chile una utilidad promedio del 52% anual, llegando 
en algunos años a utilidades tan increíbles como el 100% en 1967, el 115% en 1968 
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y más del 200% en 1969", mientras "el promedio de las utilidades de la Kennecott 
en otros países alcanzaba, en la misma época, a menos del 10% anual". 

La producción de cobre de la gran minería, que fue en 1970 de 541 mil 
toneladas, subió en 1971 a 571 mil, a 593 mil toneladas en 1972 y a 615 mil en 
1973. En los tres años aumentó en casi un 20%. 

La nacionalización del cobre le permitió a Chile disponer de cuantiosos 
recursos financieros. Gonzalo Martner afirma en su libro El Gobierno del Presidente 
Salvador Allende que desde 1972 hasta 1985 Chile obtuvo 20 mil seiscientos millo-
nes de dólares que quedaron íntegramente en beneficio del país. 

En los años 60, el 70% del valor de las exportaciones correspondía al 
cobre. En 1971 el precio del cobre fue de 64 centavos de dólar la libra, bajando al 
año siguiente a 49 centavos. 

Según Max Nolf, quien fuera el primer vicepresidente de CODELCO, Chile 
produjo 700 mil toneladas de cobre el último de los años 60 y en toda esa década 
las empresas norteamericanas se llevaron fuera del país una cantidad superior 
a los 10 mil millones de dólares, más que el valor total del patrimonio nacional 
de ese entonces.7 

Así pues, los antiguos propietarios de las minas se llevaban la tajada del 
león, cientos de millones de dólares y a veces más de mil millones al año, por 
concepto de utilidades. 

Más aún, las grandes empresas cupreras, la Anaconda, la Kennecott y la 
Bramen, manipulaban a sus anchas los precios en contra de los intereses chile-
nos. En los años de la segunda guerra mundial se las arreglaron para mantener 
en 11,5 centavos de dólar la libra de cobre, con una pérdida de 500 millones de 
dólares para el Estado. Durante la guerra de Corea lo mantuvieron en 24,5 cen-
tavos, con una pérdida para Chile que se calcula entre 200 a 300 millones de 
dólares y durante la guerra de Vietnam le entregaron a Estados Unidos, como 
reserva estratégica, 90 mil toneladas de cobre a 36 centavos la libra en circuns-
tancias que en la Bolsa de Londres se cotizaba entonces a 60 centavos, lo que 
significó otra pérdida para Chile superior a 50 millones de dólares. 

La nacionalización de las grandes minas de cobre puso fin por varios 
años al saqueo imperialista de nuestra principal riqueza y contribuyó con millo-
nes de dólares a financiar los gastos del Estado. En el artículo de José Cademártori, 
publicado por El Siglo en una de sus ediciones del mes de julio del 2001, se dice 
que gracias a la nacionalización del cobre han ingresado, "hasta nuestros días," 
al presupuesto público, más de 24 mil millones de dólares, suma de dinero que 

Salvador Allende, Max Nolf, pág. 101, Ediciones Documentas, 1993. 
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habría sido muy superior de haber permanecido en manos de CODELCO toda 
la explotación de la gran minería del cobre. 

Salvador Allende decía, con toda propiedad, que el cobre era el sueldo 
de Chile. 

¡Antes ni después de Allende, nunca un gobierno chileno enfrentó de tal 
manera el poder del imperialismo, de los grandes terratenientes, de los banque-
ros y de los monopolios industriales y de servicios! 

El dinero de la CIA corre a raudales 

Los grandes monopolios del cobre y el gobierno de Richard Nixon no se 
resignaron a acatar la decisión soberana que tomaba nuestro país de recuperar 
su principal riqueza extractiva. La Kennecott demandó ante los tribunales de 
Francia y Holanda el embargo de los cargamentos de cobre chileno que iban a 
esos países y el gobierno de Washington se propuso obstaculizar por todos los 
medios la marcha del gobierno de Allende. 

Dice Orlando Millas en la página 83 de sus memorias: "Por medio de mani-
pulaciones de los mercados y con ingentes recursos organizó una operación de 
desestabilización del precio del cobre a fin de asfixiar a Chile. En una coyuntura 
internacional de aumento de los precios de la mayoría de las materias primas, el 
cobre se vino abajo. La cotización de 64 centavos de dólares por libra de cobre bajó a 
49 centavos en 1971 y 1972, volviendo a elevarse sólo en 1973, lo que implicó una 
pérdida total para el país de 550 millones de dólares. Cuando en el primer trimestre 
de 1973 el cobre logró conseguir mejor precio, de inmediato el gobierno de EEUU 
anunció la venta de sus reservas estratégicas para echarlo abajo". 

A la semana siguiente de que Salvador Allende asumiera la primera ma-
gistratura de la Nación, el Presidente Nixon declaró que las relaciones de Estados 
Unidos con Chile serían las que Chile desease mantener con su país. Faltó a su 
palabra. El Gobierno Popular se preocupó de mantener buenas relaciones con 
Estados Unidos y con todos los países, relaciones en pie de igualdad y de respe-
to mutuo. No aconteció lo mismo de la otra parte. 

Nixon sentenció con brutalidad y desparpajo: "hay que hacer reventar la 
economía chilena". La orden de William Broe, jefe de división del hemisferio 
occidental de la CIA, dada el 28 de septiembre de 1970, fue la de "provocar el 
colapso económico". Por esos mismos días, la ITT se pronunciaba por organizar 
"un deterioro acelerado de la economía de Chile" para desencadenar enseguida 
"una ola de violencia de la cual resulte un golpe militar". 
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El gobierno de Nixon dispuso la suspensión de los créditos por parte de 
los dos organismos financieros que dependen directamente del gobierno de Was-
hington, la Agencia Interamericana de Desarrollo (AID) y el Banco de Importación 
y Exportación, EXIMBANK. El presidente del Eximbank, Mr. Henry Kearns, le 
comunicó abiertamente a nuestro embajador, Orlando Letelier, que no habría 
créditos para que la Línea Aérea Nacional, LAN (que entonces era verdadera-
mente nacional), comprara tres aviones Boeing mientras Chile no asegurase la 
debida indemnización a las compañías norteamericanas. Chile repudió la con-
ducta del EXIMBANK. La condenaron expresamente todos los partidos políticos, 
la Central Única de Trabajadores, las Federaciones de Estudiantes y la Sociedad 
de Fomento Fabril, SOFOFA. 

La Comisión o Comité 40, como también se le llamaba, aprobó un total de 
más de 7 millones de dólares en apoyo secreto a grupos de oposición en Chile8. 

La CIA dispuso de cuantiosos recursos para generar propaganda contra 
Allende. Financió diarios y periódicos, programas de radio, postales y prensa 
clandestina. Financió a la organización fascista Patria y Libertad. 

La dictadura de Pinochet no desnacionalizó CODELCO, pues buena parte 
de los militares estaba porque siguiera siendo propiedad nacional. Sin embargo, le 
abrió las puertas al gran capital financiero extranjero para explotar otros yacimien-
tos cupreros. Lo hizo de manera sibilina. Por una parte, dejó en pie la disposición 
constitucional según la cual "el Estado tiene el dominio absoluto, exclusivo, ina-
lienable e imprescriptible de todas las minas, comprendiéndose en estas las 
covaderas, las áreas metalíferas, los salares, los depósitos de carbón e hidrocarbu-
ros y las demás sustancias fósiles, con excepción de las arenas superficiales" y, a la 
vez introdujo en el mismo artículo de la Constitución una disposición que de hecho 
niega la anterior al afirmar que: "La exploración o el beneficio de los yacimientos 
que contengan substancias no susceptibles de concesión, podrán ejecutarse directa-
mente por el Estado o por medio de concesiones administrativas o de contratos 
especiales de operación, con los requisitos y bajo las condiciones que el Presidente 
de la República fije, para cada caso, por decreto supremo". Y haciendo caso omiso 
delinterés del país, a las empresas nacionalizadas les pagó -mejor dicho les regaló-
una indemnización por más de 500 millones de dólares y modificó la ley de nacio-
nalización estableciendo que el 10% de las ventas brutas del cobre irían a parar a las 
Fuerzas Armadas como fondos reservados, obligación que no rige para las nuevas 
compañías y ha cumplido solamente CODELCO. 

La Comisión o Comité 40 está integrado por todos los organismos de inteligencia del 
gobierno norteamericano y es una comisión de staff de la Casa Blanca, encargada de las 
operaciones secretas en el exterior y opera con diferentes nombres. 
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Para remate, a comienzos de 1992, durante el gobierno de Patricio Aylwin, 
fue aprobada una ley que les ha permitido a grandes empresas extranjeras aso-
ciarse a CODELCO en la explotación de nuevos minerales, a tal punto que hoy 
más del 60% de la producción cuprera está en manos privadas y solo alrededor de 
un tercio la tiene el Estado. 

De este modo, la dictadura y los tres gobiernos de la Concertación que le 
han sucedido pasaron por encima de la ley aprobada en 1971 por la unanimidad 
del Parlamento y son responsables de una serie de hechos contrarios a los intere-
ses de todos los chilenos. Concretamente, son responsables de los siguientes tres 
mayúsculos delitos contra el interés nacional: 1) Haber entregado al capital ex-
tranjero yacimientos mineros que contienen no menos de 10 millones de toneladas 
de cobre fino cuyo valor es superior a los 150 mil millones de dólares; 2) Favorecer 
a las empresas multinacionales con exenciones de impuestos y ventajas tributarias 
que no rigen para CODELCO, y 3) Permitir que dichas empresas exporten fabulo-
sas cantidades de cobre concentrado, sin refinar, que de elaborarse en el país 
generaría más trabajo y en los últimos 10 años el ingreso de divisas habría 
aumentado en alrededor de 5 mil millones de dólares. 

José Cademártori dice, al efecto, en el artículo antes citado, que en 1996, 
por cada tonelada producida, CODELCO aportó a la caja fiscal 515 dólares y La 
Escondida sólo 295 dólares. Las demás compañías aportaron mucho menos y 
en el caso de la transnacional Exxon que explotaba "La Disputada", no aportó 
nada. Para mostrar las consecuencias antinacionales de la privatización lleva-
da a cabo en el último decenio, se expresa en el artículo que mientras en 1989, 
cuando todavía las compañías foráneas no estaban operando, el Estado chileno 
recibió en ingresos el equivalente al 50% del valor del cobre exportado, con un 
volumen físico de un millón quinientas mil toneladas y que diez años después, 
en 1999, cuando la exportación había llegado a 4,3 millones de toneladas, el 
Estado ya no recibió el 50% del valor exportado, como diez años antes, sino 
apenas el 5% a causa de la privatización de nuestros yacimientos. Y en el año en 
curso, el 2003, de 47 empresas cupreras que hoy funcionan en el país, sólo dos 
pagan impuestos. Las voces del senador Jorge Lavandero, del médico Edgardo 
Condesa, de los economistas Orlando Caputo y Hugo Fazio y de muchos otros, 
vienen denunciando este escándalo desde hace varios años. Son miles y miles 
los chilenos que las han escuchado y acogido, firmando demandas colectivas, 
realizando pequeñas reuniones para hacer conciencia del problema. Pero los 
que pueden y deben terminar con el robo de nuestra principal riqueza están 
sordos y los medios de comunicación, ciegos. La TV se encarga, en especial, de 
desviar la atención de la gente, dedicando gran parte del tiempo a tratar de 
entretenerla con tonterías. 
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El Gobierno Popular nacionalizó la Sociedad Química y Minera 
(SOQUIMICH), propietaria de los minerales de salitre de "Pedro Valdivia" y "María 
Elena", mediante la compra del 63% de sus acciones que estaba en poder de norte-
americanos. El restante 37% de las acciones ya eran de propiedad del Estado chileno. 
SOQUIMICH, además de salitre, producía yodo y sulfato de sodio. La oficina "Vic-
toria", también pasó a manos del Estado. En manos estatales, la producción de 
salitre aumentó en 1971 en un 23% con respecto al año anterior, la de yodo fue 
superior en un 12% y la del sulfato de sodio en un 43%. 

Los minerales de hierro de "El Romeral", que eran de propiedad de la 
empresa norteamericana Bethlehem Steel Corporation fueron nacionalizados, 
igual que los anteriores, mediante la compra de acciones a través de la Compa-
ñía de Acero del Pacífico, CAP. El mismo procedimiento se usó para la 
estatización del carbón y la compra del 51 % de las acciones de INDAP y de 
ARMCO que producía, esta última empresa, bolas para molienda de minerales 
de la gran minería. 

Del mismo modo, las minas de "Cemento El Melón" y las de carbón de 
Lota y coronel fueron estatizadas. 

De manera similar fueron estatizadas las firmas que se dedicaban al co-
mercio al por mayor de importación y distribución Williamson Balfour, Gibbs, 
Duncan FOX y Agencias Graham, la mayoría con capital inglés. 

Todo esto permitió, junto a la nacionalización del cobre y otras medidas, 
que el Estado también tomara en sus manos casi todo el comercio de exportación 
e importación, más concretamente, el 90% de las exportaciones y el 60% de las 
importaciones, además de la distribución interna de bienes de consumo. 

La Reforma Agraria se hace plena realidad 

La reforma agraria era una de las transformaciones más necesarias y 
apremiantes que imponía la situación del país, pues la producción agrícola sólo 
crecía, desde mediados de los años treinta, a una tasa anual del 2%, en tanto que 
en el mismo período la población lo hacía en un 2,6%. Más aún, entre 1955 y 
1965, la producción agrícola per cápita había descendido en los rubros más 
importantes. La de trigo había bajado de 164 a 146 kilos por habitante; la de 
arroz, de 13,6 a 9,5 kilos; la de papas, de 102 a 78 kilos; la de porotos de 11,7 a 9,5 
kilos; la de leche de 101 a 94 litros. También había bajado la disponibilidad de 
carnes, de 30 a 20 kilos per cápita, comprendida la de bovino que había tenido el 
mayor descenso. En estas condiciones, el país tenía que importar alimentos en 
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cantidades cada vez mayores. En 1936 se importaron alimentos y materias pri-
mas derivadas de la agricultura por un valor de 52 millones de dólares. En 1965, 
veintinueve años más tarde, el coste de esta importación fue del orden de los 152 
millones de esa misma moneda. 

Para remediar esta situación, el Parlamento aprobó, en enero de 1967, 
por iniciativa del Presidente Eduardo Frei Montalva, una ley de reforma agra-
ria que contó con el apoyo de los partidos de izquierda y tuvo una tenaz 
oposición de la derecha. 

El gobierno de Frei inició la reforma agraria. Expropió 3 millones 557 mil 
hectáreas en tres años y diez meses. 

Completar la reforma y elevar y modernizar la producción agrícola fue-
ron dos de las más grandes tareas, vitales y apremiantes, que encaró con firmeza 
y celeridad el gobierno de Allende. Sólo en los primeros 5 meses de su gestión 
expropió 350 fundos con más de 1 millón 50 mil hectáreas. Puso fin al latifundio 
en 1972 luego de haber expropiado 5 millones 355 mil 223 hectáreas, casi el 
doble de lo que había hecho el gobierno anterior. 

Del total de hectáreas expropiadas durante el gobierno de la Unidad 
Popular, 1 millón 273 mil 493 eran de riego y secano arable y 4 millones 81 mil 
736 hectáreas de secano no arable, apto para la ganadería y para ciertas explo-
taciones forestales y hoy hasta para viñedos y plantaciones de árboles frutales 
con riego tecnificado -también llamado por goteo- en el norte chico y en la 
zona central. 

Por ser Chile un país que tiene distintas zonas climáticas y tierras de 
diferentes calidades, no se podía establecer en la ley la misma cantidad de 
hectáreas para determinar qué haciendas debían expropiarse, cuales no y qué 
cantidad de hectáreas debían quedar en manos del latifundista expropiado. En 
base a un estudio que realizó el Ministerio de Agricultura durante el gobierno de 
Eduardo Frei Montalva, teniendo en cuenta la productividad de los terrenos, se 
fijaron las equivalencias correspondientes a partir de una hectárea de tierra de 
riego del valle del río Maipo y se determinó la expropiación de los latifundios 
que, hechas las equivalencias, tuvieran extensiones superiores a 80 hectáreas 
de riego del valle mencionado. 

En dicho estudio se había calculado la productividad de una hectárea de 
tierra aledaña al río Maipo, tierra de buena calidad, con regadío, no trabajada 
con la pala y el azadón simplemente, sino con los medios y técnicas más avan-
zados de ese tiempo. En la zona central o en otras regiones del país y con mayor 
razón en la precordillera o en la costa, había que reunir por lo general centena-
res de hectáreas, según fuera la calidad del terreno, para que en conjunto pudieran 
tener un rendimiento superior al de las 80 hectáreas del valle del río Maipo, 
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donde se siembra y cosecha todo el año, se cultivan hortalizas todo el tiempo y se 
tienen árboles frutales que son más rentables. En consecuencia, el patrón de las 
80 hectáreas de tierra de la zona del Maipo era muy alto, generoso para los 
latifundistas y atentatorio a los intereses de los campesinos, pues con él no se 
alcanzaría a darles tierra a las 100 mil familias del agro que formalmente tenían 
derecho a recibirla. Así lo expusieron, tanto en la Cámara baja como en el Sena-
do, los parlamentarios del Frente de Acción Popular, FRAP (la coalición de 
izquierda que existía cuando se discutió y aprobó la ley) y propusieron que el 
límite de las 80 hectáreas fuera reducido a 40. Jacques Chonchol y otros demó-
cratas cristianos eran de esta misma opinión. Pero el hecho es que en este punto, 
la derecha, que rechazaba la totalidad del proyecto, apoyó a la Democracia 
Cristiana y así salió la ley. Entre paréntesis, las cuentas que sacó el Ministerio de 
Agricultura para determinar el tamaño de las haciendas que no se expropiarían 
desde Ñuble al sur fueron todavía más favorables para los latifundistas. 

Cuando ya estaba por completarse la reforma agraria a mediados de agosto 
de 1972, se habían beneficiado directamente 70 mil familias campesinas. Veinte 
mil 978 habían recibido tierra durante el gobierno de Eduardo Frei Montalva y 33 
mil 948 durante el gobierno de Allende, quedando más de 30 mil familias sin tierra 
o con muy poca tierra. Previendo esta situación, en una reunión que en enero de 
ese año celebró en El Arrayán el Comité Nacional de la Unidad Popular con el 
Presidente de la República y algunos de sus ministros, se acordó preparar un 
nuevo proyecto de reforma agraria para rebajar a 40 el límite de las 80 hectáreas. 
Pero el proyecto ni siquiera alcanzó a elaborarse pues, a esa altura del tiempo, no 
había ninguna posibilidad de que el Parlamento lo aprobara. 

La supresión de la propiedad latifundista y su reemplazo por la de los 
propios trabajadores del agro no fue una tarea fácil, tanto menos cuanto que el 
campesinado había estado sometido al atraso y al analfabetismo por generacio-
nes, la Democracia Cristiana había llevado al campo el paralelismo sindical y no 
pocas veces los partidos de la Unidad Popular tomaban sus decisiones sobre 
problemas del mundo rural en las oficinas de la ciudad, al margen de la realidad. 

De otra parte, ni los Asentamientos ni los Centros de Reforma Agraria, 
contemplados en la ley y formados durante los gobierno de Frei y Allende, satis-
facían plenamente a los campesinos. No constituían las formas más adecuadas 
de organización del sector reformado. Además, los campesinos no aceptaban 
que los excedentes de su producción fueran a un fondo común ni que el derecho 
a talaje se fijara inflexiblemente, como estaba reglamentado de acuerdo con la 
ley Y tenían razón, pues era funesto imponerles normas que van contra sus 
intereses y también contra los intereses nacionales. Las fallas principales no 
estaban en los campesinos, sino en nosotros mismos, que seguíamos considerando 

47 


